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Como demostramos en los casos materia de análisis, entre muchas 
otras funciones que desempeña la Policía Nacional del Perú, es la haberse 
constituido en insustituible en invalorable aliado en la lucha contra la 
criminalidad durante la etapa de la investigación preliminar a cargo del 
Fiscal, pues, la policía en esta etapa del proceso penal pone de manifiesto 
sus conocimientos en criminalística, investigación del delito y persecutor de 
quienes delinquen. 
 
     La investigación jurídica que se halla expuesto en la presente tesis, 
está referido al rol de la Policía Nacional en la etapa de la investigación 
criminal en delitos cometidos por funcionarios públicos. Este análisis se 
circunscribe dentro el diseño del rol de la policía en el modelo acusatorio 
adversarial, del Nuevo Código Procesal Penal. En este caso, se ha seguido 
lo previsto en el artículo 159º de la Constitución, en armonía con la función 
de investigación asignada a la Policía Nacional en el artículo 166º de la 
Carta Fundamental.  
 
Como se establece en nuestro ordenamiento jurídico, la Policía 
Nacional realiza por sí o por orden del Ministerio Público labores de 
investigación de los delitos, sin embargo, su actividad investigativa no tiene 
carácter jurisdiccional, por ende, no puede pretender que las diligencias que 
lleva a cabo, salvo las de carácter irreproducible, puedan fundar una 
declaración de culpabilidad, pues, en todos los casos, la Policía está 
obligada a cumplir los mandatos del Fiscal en el ámbito de su función.  
 
En ese contexto, la Policía Nacional es una institución de apoyo al 
Ministerio Público en sus tareas y funciones de investigación. En su función 
de investigación debe tomar conocimiento de los delitos y dar cuenta 
inmediata al Fiscal, sin perjuicio de realizar las diligencias de urgencia e 
imprescindibles para impedir sus consecuencias. Asimismo, realiza por 
orden del Juez la investigación preliminar en los delitos sujetos al ejercicio 
privado de la acción penal.  
 
Finalmente, la Policía Nacional ejerce las atribuciones que le confiere el 
artículo 68º.1 del NCPP para efectos de cumplir con su función de 
investigación, bajo la conducción del Fiscal; asimismo está obligada a 
cumplir en la actuación de las diligencias preliminares las garantías y 
formalidades del artículo 68º.2. Es decir, la Policía como institución de rango 
constitucional, de acuerdo el nuevo modelo procesal penal, se ha convertido 
en el aliado insustituible del Ministerio Público en la lucha contra la 
criminalidad en la región Cusco. 
 





As demonstrated in the cases of analysis, among many other functions 
performed by the National Police of Peru, is the irreplaceable been 
constituted in invaluable ally in the fight against crime during the preliminary 
stage of the investigation by the Prosecutor, then, Police at this stage of the 
criminal proceedings reveals their knowledge in criminology, crime 
investigation and persecutor of those who commit crimes. 
 
Legal research that is exposed in this thesis is based on the role of the 
National Police at the stage of the criminal investigation into crimes 
committed by public officials. This analysis lies within the design of the role of 
the police in the adversarial model, the new Criminal Procedure Code. In this 
case, it has followed the provisions of article 159th of the Constitution, in 
harmony with the investigation functions assigned to the National Police in 
the 166th article of the Constitution. 
 
As stated in our legal system, the National Police carried out by 
themselves or by order of the Public Prosecutor's work of investigating 
crimes, however, his research activad not judicial in nature, therefore can not 
claim that the proceedings leading to After all, except those of irreproducible 
character, to found a conviction, as in all cases, the police are obliged to fulfill 
the mandates of the Prosecutor in the scope of its function. 
 
In this context, the National Police is an institution supporting the Public 
Prosecutor in their research tasks and functions. In its investigative function 
you should take cognizance of the crimes and report immediately to the 
Prosecutor, subject to perform urgent and necessary measures to prevent its 
consequences. Also it performed by order of the judge's preliminary 
investigation of crimes subject to private practice of prosecution. 
 
Finally, the National Police exercises the powers conferred by Article 
68º.1 the NCPP in order to comply with its investigative function, under the 
leadership of Attorney; It is also bound by the actions of the preliminary 
hearing guarantees of Article 68º.2 and formalities. That is, the police as an 
institution of constitutional rank, according the new criminal procedure model 
has become the indispensable ally of the Public Ministry in the fight against 










La tesis desarrolla los aspectos relacionados a las responsabilidades 
de la Policía en la etapa de la investigación preliminar como aliado del 
Ministerio Público, por ello su título: “FUNCIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL 
EN LA INVESTIGACIÓN PRELIMINAR CON EL NUEVO MODELO 
PROCESAL”. Para ello se ha analizado varios casos a manera de muestras 
específicas. 
 Conforme queda establecido en el Capítulo XII y artículo 166º de la 
Constitución de 1993, denominado “De la Seguridad y de la Defensa 
Nacional”, quedan estipuladas las funciones y atribuciones de la Policía 
Nacional. En primer lugar, el art. 166º de la Carta Fundamental fija la 
finalidad fundamental de la Policía Nacional, bajo una concepción amplísima 
de la función policial. Esta consiste en: garantizar, mantener y restablecer el 
orden interno; prestar protección y ayuda a la comunidad; garantizar el 
cumplimiento de las leyes y la seguridad del patrimonio público y privado; 
prevenir, investigar y combatir la delincuencia; y vigilar y controlar las 
fronteras.  
En segundo lugar, el artículo 167º precisa que tanto las Fuerzas 
Armadas como la Policía Nacional tienen como Jefe Supremo al Presidente 
de la República, lo que ha permitido considerar que ésta debe integrar la 
estructura orgánica del Poder Ejecutivo y, por tanto, que no puede depender 
orgánicamente del Ministerio Público. En tercer lugar, el art. 169º enfatiza 
que la Policía Nacional, al igual que las Fuerzas Armadas, no son 
deliberantes y están subordinadas al poder constitucional. La Ley asigna los 
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fondos necesarios para su funcionamiento y fija anualmente el número de 
sus efectivos.  
El artículo 166º de la norma acotada, precisa el conjunto de actividades 
que desarrolla la Policía Nacional para preservar y asegurar la paz y 
seguridad ciudadana, y el normal desenvolvimiento de las actividades 
individuales y sociales. Ese marco incluye cuatro ámbito: a) la protección y 
ayuda para que las personas ejerzan sus derechos y eviten lesiones a sus 
bienes jurídicos; b) la garantía del cumplimiento de las leyes y la seguridad 
del patrimonio público y privado; c) la prevención e investigación de los 
delitos; d) la vigilancia de las fronteras.  
La Constitución regula la dependencia funcional de la Policía en los 
actos de investigación con fines represivos. El art. 159º inciso 4º de la 
Constitución de 1993 implanta una subordinación policial de carácter 
funcional, dejando en manos del Ministerio Público la dirección jurídico–
funcional de la Policía, la cual está obligada a obedecer sus órdenes en lo 
estrictamente funcional. Esta Constitución definió una relación Fiscalía–
Policía no sólo en un nivel de coordinación y vigilancia, sino esencialmente 
de dirección o conducción.  
Hasta la fecha no se ha modificado la LOMP, la misma que mantiene 
en la práctica una posición de intervención que ha avanzado muy poco hacia 
una efectiva conducción fiscal de la investigación preliminar. La normatividad 
constitucional no ha sido desarrollada con normas de rango de ley  
habiéndose limitado el Fiscal de la Nación – máxima autoridad de la 
institución –a dictar circulares y directrices que sin embargo no han 
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establecido a plenitud una nueva concepción de dependencia funcional que 
funcione en la práctica.  
El Ministerio Público a través de los fiscales pone en movimiento al 
aparato judicial, poder del Estado con el que tiene más proximidad en razón 
a que ambas instituciones persiguen como propósito fundamental el 
encuentro de la verdad dentro de los procesos penales. Las funciones y 
atribuciones del Ministerio Público son poco conocidas dentro del contexto 
social; son responsables de ese hecho sus integrantes, fundamentalmente, 
los que ocupan cargos de dirección y decisión institucional. Eso explica, en 
buena medida, porqué los fiscales no reciben la atención jurídica propia de 
su jerarquía funcional de parte de los ciudadanos, de la Policía Nacional y 
demás instituciones del Estado.  
En esa dinámica, los Jueces también necesitan del apoyo de la Policía 
para la materialización de ciertas diligencias o para que se cumplan sus 
resoluciones. Los fiscales, con mayor urgencia que los jueces, necesitan el 
apoyo de la Policía Nacional para la investigación del delito y el ejercicio 
pleno de sus atribuciones. Resulta, pues, evidente la relación existente con 
mayor o menor grado entre el Poder Judicial, el Ejecutivo, el Legislativo, el 
Ministerio Público y la Policía Nacional, cuando se trata de administrar 
justicia penal.  
La investigación del delito es la actividad que realiza un cuerpo 
profesional especializado utilizando métodos específicos con el objeto de 
descubrir al autor de una infracción punible penalmente, la misma que 
concluye con al elaboración de un Informe que es remitido a conocimiento 
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del fiscal provincial. Sin embargo, hay de los que afirman que el personal 
policial no está lo suficientemente entrenado y capacitado para cumplir con 
satisfacción la ardua tarea de descubrir al autor de un evento delictivo; que 
los métodos que utilizan para tal fin no están en relación directa con los 
avances de la ciencia y la técnica obtenidos en estas últimas décadas. Esa 
aseveración es vertida fundamentalmente porque la policía, realiza sus 
funciones en condiciones precarias y no cuenta con los equipos técnicos y la 
logística que es de uso corriente en los países desarrollados.  
En ese sentido, la participación de la Policía en la investigación 
preparatoria es de vital importancia. La investigación preparatoria es un acto 
no jurisdiccional y unilateral del titular de la acción penal, en este caso del 
Fiscal en estrecha colaboración con la Policía, es el que determina el inicio 
de una investigación formal contra determinada persona, cumpliendo una 
función de garantía, puesto que permite al imputado un conocimiento cierto 
de la imputación y comienza, inevitablemente, la actividad de su defensa. 
Esta actividad la desarrolla en estrecha participación de la Policía Nacional.  
En el nuevo Código Procesal Penal, el Fiscal tiene, ante el 
conocimiento de la noticia criminal, varias posibilidades de actuación: a) 
Investigar por sí mismo, que implicaría realizar algunas diligencias de 
indagación en su Despacho. b) Requerir a la policía para que realice las 
diligencias preliminares bajo su dirección. En ese caso se elaborará un 
informe policial. Efectuadas las diligencias preliminares, mayormente a cargo 
de la Policía, el Fiscal evalúa los requisitos de procesabilidad, siendo posible 
que adopte las siguientes determinaciones:  
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 Si el hecho denunciado no es delito, no es-justiciable 
penalmente, o existen causa de extinción de la acción penal, 
declarará que no procede formalizar investigación y dispondrá 
el archivo de lo actuado. 
 Si no se ha individualizado o identificado a los presuntos 
autores o partícipes, ordenará la intervención de la policía para 
dicho fin.  
 Si falta un requisito de procedibilidad que depende del 
denunciante, reservará la investigación provisionalmente. Si el 
agraviado o denunciante no está de acuerdo con la decisión 
del Fiscal de archivar las actuaciones o reservarlas 
provisionalmente, requerirá al Fiscal para que en el plazo de 
cinco días eleve las actuaciones al Fiscal Superior. 
 Si, de acuerdo con el artículo 336º del nuevo Código Procesal 
Penal, el Fiscal tiene indicios reveladores de la existencia del 
delito, la acción no ha prescrito, se ha individualizado al 
imputado, y se ha satisfecho los requisitos de procedibilidad en 
los casos que lo requiera, dispondrá la formalización de la 
investigación preparatoria.  
La formalización de la investigación constituye un acto de promoción o 
de impulso de la investigación preparatoria, que contiene la imputación, pero 
no la pretensión punitiva, pues, ésta recién se plantea en la acusación con 
un suficiente caudal probatorio. La imputación es la atribución de la comisión 
del hecho que la ley penal califica como delito a una o varias personas. Debe 
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precisar los hechos, debe contener todo aquello que constituye delito, sin 
recortes ni limitaciones y sin omitir a ninguno de los autores o partícipes.  
Esta primera esta de investigación está dirigida a reunir los elementos 
de convicción necesarios para establecer la existencia del delito u la 
responsabilidad. Esta labor regularmente se la encomienda a la Policía 
Nacional. Es la etapa de preparación para el ejercicio de la acción penal. Se 
caracteriza principalmente por la búsqueda de evidencia y la preparación de 
medios de prueba de cargo y de descargo. En el juzgamiento, en cambio, 
predomina la actividad de control, debate y valoración. La formalización de la 
investigación constituye un acto de promoción o de impulso de la 
investigación preparatoria, que contiene la imputación, pero no la pretensión 
punitiva, pues, ésta recién se plantea en la acusación con un suficiente 
caudal probatorio. Como se puede advertir, la participación de la PNP es 
decisiva en esta primera fase de investigación y persecución del delito y la 
criminalidad. 
En la parte del contenido de la tesis, ésta se halla dividida en los 
siguientes capítulos: PRIMER CAPÍTULO: En esta primera parte exponemos 
el proceso metodológico seguido en la investigación, donde reexpone el 
problema, los objetivos, la hipótesis, entre otros aspectos. SEGUNDO 
CAPÍTULO: Aquí desarrollamos todo lo concernientes a la Policía Nacional 
desde el punto de vista de la Carta Fundamental y sus funciones en la 
investigación preparatoria. TERCER CAPÍTULO: En esta parte analizamos 
el rol protagónico de la Policía Nacional y el Ministerio Público en la etapa de 
la investigación preparatoria. CUARTO CAPÍTULO: Como consecuencia de 
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todo el análisis contextualizado en la tesis, exponemos los casos de 
intervención de la Policía Nacional del Perú en la etapa de la investigación 
preparatoria en delitos de peculado cometidos por funcionarios públicos en 
la Región Cusco. Como parte sustancial y de fondo de la tesis también 
exponemos las conclusiones de la misma.  

























1. OBJETO DE INVESTIGACIÓN 
El objeto del presente trabajo es investigar cuál es la función de la 
Policía Nacional en la investigación preliminar con el nuevo modelo procesal 
penal en delitos de peculado cometidos por funcionarios públicos en la 
Región Cusco. 
2. EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
El tema materia de análisis e investigación se relaciona al rol de la 
Policía Nacional del Perú en la investigación preparatoria respecto a los 
delitos cometidos por funcionarios públicos. Así, el artículo 166º de la 
Constitución respecto a las funciones de la PNP prescribe: “…previene, 
investiga y combate la delincuencia…”. Asimismo, el artículo 159º sobre las 
atribuciones del Ministerio Público, en el inciso 4º indica que “corresponde al 
Ministerio Público; inciso 4º: Conducir desde su inicio la investigación del 
delito. Con tal propósito, la Policía Nacional está obligada a cumplir los 
mandatos del Ministerio Público en el ámbito de su función”.  
De otro lado, el artículo 41º de la misma norma fundamental de 1993 
señala: “Los funcionarios y servidores públicos que señala la ley o que 
administran o manejan los fondos del  Estado o de organismos sostenidos 
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por éste deben hacer declaración jurada de bienes y rentas al tomar 
posesión de sus cargos, durante su ejercicio y al cesar en los mismos. La 
respectiva publicación se realiza en el diario oficial en la forma y condiciones 
que señala la ley. Cuando se presume el enriquecimiento ilícito, el Fiscal de 
la Nación, por denuncia de terceros o de oficio, formula cargos ante el Poder 
Judicial. La ley establece la responsabilidad de los funcionarios y servidores 
públicos, así como el plazo de su inhabilitación para la función pública. El 
plazo de prescripción se duplica en caso de delitos cometidos contra el 
patrimonio del Estado”. 
En ese contexto, la percepción de la corrupción en el Perú refleja, por 
parte de la opinión pública, un aumento de la situación de la corrupción en 
las diversas instituciones y poderes del Estado. Lo más preocupante de 
estos datos, representa la percepción de la corrupción e ineficacia de los 
propios órganos de control, persecución y de sanción a este fenómeno 
social: Ministerio Público, Policía Nacional, Poder Judicial, Contraloría 
General de la República, etc. La gravedad de la percepción sobre la 
corrupción ha llegado incluso a desplazara todos aquellos grandes 
problemas que aún aquejan a los peruanos: la pobreza y la desocupación. 
Actualmente, se han imputado diversos delitos contra la administración 
pública a ministros de Estado, congresistas de la República, presidentes de 
Gobiernos Regionales, Alcaldes provinciales y distritales, etc.  Bajo estas 
características el fenómeno de la criminalidad de los funcionarios públicos 
comparte dos grandes problemas. En primer ligar, la organización de la 
administración pública, al orientarse por los principios de división del trabajo 
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y del principio de jerarquía, determina un problema de escisión fáctica en 
dicha organización. Esto implica funcionarios  públicos que dirigen o deciden 
en la organización pública y funcionarios o servidores públicos que ejecutan 
tales decisiones u órdenes1. En segundo lugar, se trata de delitos 
prioritariamente cometidos por funcionarios o servidores públicos en los que 
recaen deberes especiales para con los intereses del Estado, es decir, se 
trata de delitos especiales2.  
Desde una perspectiva político-criminal, el enfoque de la persecución 
de la criminalidad de funcionarios públicos ha superado el modelo tradicional 
de responsabilidad penal. En general, desde el momento en que una 
persona comete un delito, el Estado tiene un tiempo determinado para 
perseguirlo y sancionarlo. Si no lo hace en el plazo que establece la ley, 
pierde ese derecho: la acción penal “prescribe” o, mejor, se “extingue por 
prescripción”. La prescripción es un límite al poder punitivo del Estado, sin el 
cual, las personas a quienes se les atribuye un delito, presuntamente 
inocentes, podrían ser perseguidas penalmente hasta el final de sus días.  
En nuestro sistema penal, el Ministerio Público a través de los Fiscales 
en estrecha colaboración con la Policía Nacional pone en movimiento al 
aparato judicial, poder del Estado con el que tiene más proximidad en razón 
de que ambas instituciones  persiguen como propósito fundamental la 
búsqueda de la verdad dentro los procesos penales. En ese proceso, por 
mandato constitucional, sabemos que es obligación y atribución del 
Ministerio Público conducir desde su inicio la investigación del delito, y, para 
                                                 
1
 MARTÍNEZ-BUJÁN PÉREZ, Carlos. Derecho penal económico y de la empresa. Parte general. 
Valencia, Tirant lo Blanch, pp.491-492. 
2
 Ibid. p. 489.  
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tal fin, la Policía Nacional está obligada a cumplir sus mandatos de acuerdo 
a lo prescrito en el artículo 159º inciso 4º. 
También de acuerdo a la Constitución sabemos que la Policía Nacional 
tiene la obligación y atribución de prevenir, investigar y combatir la 
delincuencia conforme lo señala el artículo 166º de la norma fundamental. 
En ese entender, la Policía Nacional se constituye en el brazo derecho del 
Fiscal. Estamos seguros que los Fiscales sin la participación de la Policía 
Nacional no sería sustancial y efectiva las investigaciones que se le encarga 
en la lucha contra la delincuencia. Así, resulta evidente la relación existente 
con mayor grado la presencia de esta institución con  el Ministerio Público. 
Igualmente, los jueces necesitan del apoyo de la Policía para la 
materialización de ciertas diligencias o para que se cumplan las 
resoluciones. Sin embargo se tiene que, el Fiscal, no obstante tener el deber 
institucional de resguardar el principio de legalidad en la investigación del 
proceso y aportar los medios reprueba de cargo como de descargo, lo único 
que hace es repetir de manera negligente lo instituido en la etapa policial y, 
casi, siempre no aporta algo más de lo realizado por la policía. 
La investigación del delito es una actividad que realiza un cuerpo 
profesional especializado utilizando métodos científicos con el fin de 
descubrir al autor de una infracción punible penalmente, la misma que 
concluye con la elaboración de un informe que es remitido a conocimiento 
del Fiscal. Sin embargo, hay quienes consideran que  el personal policial no 
está suficientemente entrenado y capacitado para cumplir con satisfacción la 
ardua tarea de descubrir al autor de un evento delictivo, que los métodos 
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que utilizan para tal fin no están en relación directa con los avances de la 
ciencia   y la técnica obtenidos en los últimos tiempos. 
Esas aseveraciones, sin duda, son vertidas porque la Policía realiza 
sus funciones en condiciones precarias y no cuenta con los equipos técnicos 
y la logística que es de uso corriente en los países desarrollados. A pesar de 
esas graves limitaciones, sus integrantes hacen el mejor de los esfuerzos 
para cumplir su misión y apoyar al Fiscal en su labor de investigación. Estas 
investigaciones tienen que partir necesariamente de los hechos, de la 
realidad concreta, nunca de formulaciones abstractas y menos de criterios 
subjetivos o interesados que tratan de confundir a los justiciables y ala 
sociedad en torno a la naturaleza jurídica de la investigación del delito. 
La policía en su función de investigar el hecho delictivo está autorizado 
para realizarlos actos de investigación tendientes al urgente esclarecimiento 
de los hechos, inclusive por iniciativa propia. Al tomar conocimiento de un 
hecho delictivo debe dar cuenta de inmediato al Fiscal, sin perjuicio de 
realizar las diligencias de urgencia y las que sean imprescindibles para 
impedir sus consecuencias, individualizar a sus autores y partícipes, reunir y 
asegurar los elementos de prueba que puedan servir para la aplicación de la 
ley penal.  
Asimismo, el NCPP según el artículo 82º inciso 2º, autoriza al Fiscal 
para que durante la investigación preparatoria pueda disponer lo 
conveniente en relación al ejercicio de las atribuciones reconocidas a la 
policía. En relación al imputado y su abogado defensor establece que podrán 
tomar conocimiento de las diligencias practicadas por la policía y tendrán 
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acceso a las investigaciones realizadas. En resumen, con el NCPP la 
actividad policial tendiente a la investigación del delito queda vinculada y 
subordinada a la autoridad del Fiscal, director jurídico de la investigación. 
En consecuencia, existe la necesidad de que el personal policial actúe 
con imparcialidad, honestidad, objetividad y profesionalmente en 
cumplimiento de sus atribuciones, manteniendo una comunicación 
permanente con el Ministerio Público para que el nuevo modelo procesal sea 
positiva. En ese contexto, se percibe también otro problema. El Estado con 
la vigencia del Nuevo Código Procesal Penal, viene desatendiendo la 
capacitación de los efectivos policiales, olvidándose que para que la justicia 
penal pueda obtener resultados positivos se requiere la participación 
dinámica de la Policía Nacional. 
 
3. INTERROGANTES DEL PROBLEMA 
En el proceso de desarrollo de la tesis responderemos en forma puntual 
las siguientes interrogantes: 
3.1. INTERROGANTE PRINCIPAL 
¿Cuál es la función de la Policía Nacional en la investigación preliminar 
con el nuevo modelo procesal penal en delitos de peculado cometidos por 





3.2. INTERROGANTES SECUNDARIAS  
a) ¿Cómo cumple Policía Nacional los mandatos del Ministerio Público 
en la etapa de la investigación premilitar  con la aplicación del nuevo modelo 
procesal penal? 
b) ¿Cuál es la eficacia de la función de la Policía Nacional en la etapa 
de la investigación preliminar con la implementación del nuevo modelo 
procesal penal? 
4. RELEVANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
Consideramos que la investigación que nos proponemos realizar es 
importante por lo siguiente: 
1) La corrupción en los diversos organismos del Estado es cada vez 
más preocupante, por lo que se requiere investigar las diversas 
causas, entre ellos, el rol de la Policía Nacional en la investigación 
preliminar por mandato o colaboración con el Ministerio Público. 
2) El Ministerio Público es titular de la acción penal. Sin embargo, en 
esta ardua labor no sería posible sin la activa participación de la 
Policía Nacional como colaborador inmediato de las funciones del 
Ministerio Público. 
3) De otro lado, es conveniente resaltar los problemas que afronta la 
institución policial como personal técnico y especializado en la 
investigación criminal. En los últimos tiempos existe una gran 
desidia de parte del Estado por dotarle de los instrumentos y 
conocimientos técnicos y científicos para hacer la lucha más 
efectiva contra la criminalidad. 
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4) Actualmente, en pleno proceso de implementación del nuevo 
Código Procesal Penal existen todavía algunos actos de 
incomprensión frente al rol de la Policía Nacional frente al del 
Ministerio Público. 
5. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
5.1. OBJETIVO GENERAL 
Investigar y describir el nuevo rol de la función de la Policía Nacional en 
la investigación preliminar con el nuevo modelo procesal penal en delitos de 
peculado cometidos por funcionarios públicos en la Región Cusco. 
5.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
a) Verificar si la Policía Nacional desempeña el rol de apoyo al 
Ministerio Público en la etapa de la investigación premilitar  
con la aplicación del nuevo modelo procesal penal. 
b) Examinar la eficacia de la función de la Policía Nacional en 
la etapa de de la investigación preliminar con la 
implementación del nuevo modelo procesal penal. 
 
6. HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN 
6.1. HIPÓTESIS PRINCIPAL 
Existe inadecuación metodológica en el nuevo rol de la función de la 
Policía Nacional en la investigación preliminar con el nuevo modelo procesal 
penal en delitos de peculado cometidos por funcionarios públicos en la 
Región Cusco. 
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6.2. PRINCIPALES VARIABLES DE LA INVESTIGACIÓN 
A) Policía Nacional. 
B) Ministerio Público. 
C) Nuevo Modelo Procesal Penal. 
D) Delito de Peculado. 
E) Funcionarios Públicos. 
F) Investigación preliminar. 
7. PROCEDIMIENTO METODOLÓGICO 
7.1. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
En la etapa de investigación, se aplicó el método descriptivo-explicativo 
amparado en el análisis documental.  
7.2. TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN 
Por las características de la investigación, las técnicas aplicadas fueron 
la investigación documental de los casos materia de análisis y de carácter 
normativo y legislativo. 
7.3. FUENTES DE INVESTIGACIÓN  
Las fuentes de información son de carácter empírico dado que se  
analizarán casos concretos sobre delitos de peculado y el rol de la Policía 
Nacional en la investigación preliminar. Para ello hemos recurrido a las 
fuentes primarias que están dados por los casos de investigación en sede 





7.4. ÁMBITO Y TIEMPO 
El ámbito abarca el análisis de casos de investigación en sede Fiscal 
sobre los delitos de peculado cometidos por funcionarios públicos en la 
Región Cusco. El tiempo abarca del 2011 al 2012. 
8. DEFINICIONES CLAVES DE LA INVESTIGACIÓN 
8.1. POLICÍA NACIONAL 
La Policía Nacional es una institución creada para garantizar el orden 
interno, el libre ejercicio de los derechos fundamentales de las personas y el 
normal desarrollo de las actividades ciudadanas. Es profesional y 
jerarquizada. Sus integrantes representan la ley, el orden y la seguridad en 
toda la República y tienen competencia para intervenir en todos los asuntos 
que se relacionan con el cumplimiento de su finalidad fundamental. 
8.2. INVESTIGACIÓN DEL DELITO 
La investigación del delito es la actividad que realiza un cuerpo 
profesional especializado utilizando métodos específicos con el objeto de 
descubrir al autor de una infracción punible penalmente, la misma que 
concluye con al elaboración de un Informe que es remitido a conocimiento 
del fiscal provincial. 
8.3. INVESTIGACIÓN POLICIAL 
El policía en su función de investigador del hecho delictivo está 
autorizado para realizar los actos de investigación tendientes al urgente 
esclarecimiento de los hechos, inclusive por iniciativa propia. Al tomar 
conocimiento de la materialización de un hecho delictivo debe dar cuenta de 
inmediato al fiscal, sin perjuicio de realizar las diligencias de urgencia y las 
que sean imprescindibles para impedir sus consecuencias, individualizar a 
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sus autores y participes, reunir y asegurar los elementos de prueba que 
puedan servir para la aplicación de la ley penal. Similar función desarrollará 
el personal policial cuando se trate de delitos dependientes de instancia 
privada o que se encuentren sujetos al ejercicio privado de la acción penal.  
8.4. INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
La investigación preparatoria es un acto no jurisdiccional y unilateral del 
titular de la acción penal, en este caso del Fiscal, que determina el inicio de 
una investigación formal contra determinada persona, cumpliendo una 
función de garantía, puesto que permite al imputado un conocimiento cierto 
de la imputación y comienza, inevitablemente, la actividad de su defensa. 

























LA POLÍCÍA EN LA CONSTITUCIÓN Y SUS 




1. LA POLICÍA NACIONAL EN EL CONTEXTO DE 
LA CONSTITUCIÓN  
Con la puesta en vigencia de la Constitución de 1979, se logró 
consolidar la realidad preexistente al reconocer tres instituciones policiales, 
cada una con su propio comando y estructura jerárquica: Guarda Civil, 
Policía de Investigaciones y Guardia Republicana, aunque todas ellas 
dependientes del Ministerio del Interior. Problemas de delimitación funcional 
y el enfrentamiento constante entre ellas determinó que durante la 
administración del presidente Alan García (1985 – 1990) se transforme la 
estructura orgánica del Ministerio del Interior y de cada fuerza policial, así 
como se modifique la Constitución unificando los tres cuerpos policiales, lo 
que fue consolidado por la vigente Constitución. En el Perú la Policía es una 
institución fuertemente jerarquizada. Su modelo de organización es 
militarizado y dependiente del Ministerio del Interior. Su función fundamental 
de acuerdo con la Constitución actual es el mantenimiento del orden interno. 
Específicamente, tiene atribuida la prevención e investigación de los delitos y 
las faltas.  
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La Policía Nacional del Perú, tal como es su denominación a partir de la 
Ley de Reforma Constitucional Nº  24949, de 6 de noviembre de 1988, la 
cual fue respetada por la vigente Constitución Política de 1993, tiene la edad 
de la Republica3. Actualmente se estructura como un cuerpo policial único 
en todo el ámbito del Estado, fuertemente jerarquizada – con una tendencia 
a la militarización de lógica funcional y organizacional – y centralizada en un 
solo comando institucional bajo la directa dependencia del Ministerio del 
Interior. Anteriormente, para sólo hacer referencia a la historia más reciente, 
la Constitución de 1979, en su art. 277º, reconoció la existencia de tres 
instituciones policiales, cada una con su propio comando y estructura 
jerárquica: Guardia Civil, Policía de Investigaciones y Guardia Republicana4. 
El Capítulo XII de la Constitución de 1993, denominado “De la 
Seguridad y de la Defensa Nacional”, regula –en sus artículos 166º y 
siguientes– las funciones y atribuciones de la Policía Nacional. Del texto 
constitucional, muy similar por cierto la Ley Fundamental anterior en cuya 
redacción se amparó, es posible identificar tres ideas básicas.  
En primer lugar, el art. 166º de la Carta Fundamental fija la finalidad 
fundamental de la Policía Nacional, bajo una concepción amplísima de la 
función policial. Esta consiste en: garantizar, mantener y restablecer el orden 
                                                 
3
 A principios del siglo XX, apunta Víctor Modesto Villavicencio, “la Policía Peruana inició sus 
actividades formando tres cuerpos: Guardia Civil, Cuerpo de Seguridad, y Cuerpo de Investigación y 
Vigilancia. La primera como policía rural o de campo; la segunda como policía de vigilancia urbana, 
para resguardar el orden en las ciudades, y el Cuerpo de Investigación y Vigilancia urbana, para 
resguardar el orden de las ciudades, y el Cuerpo de Investigación y Vigilancia, con funciones 
preventivas y de investigación” [Derecho Procesal Penal, Lima, Imprenta Rozas; 1965]. 
4
 José Hurtado Pozo precisó que “la referencia general a las Fuerzas Policiales en la norma 
constitucional – de 1979 complicó la situación ya existente y agudizó la tensión entre las diversas 
instituciones policiales. El conflicto se da, en particular, respecto a la demarcación de los dominios de 
actividad de ambas (Policía de Investigaciones y Guardia Civil). En la práctica se presenta como una 
competencia negativa y una falta de coordinación que van en detrimento de la eficacia de la lucha 
contra la delincuencia” [Hurtado Pozo, José. El Ministerio Público. 1º ed., Lima, Sesator, 1981]. 
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interno; prestar protección y ayuda a la comunidad; garantizar el 
cumplimiento de las leyes y la seguridad del patrimonio público y privado; 
prevenir, investigar y combatir la delincuencia; y vigilar y controlar las 
fronteras. En segundo lugar, el artículo 167º precisa que tanto las Fuerzas 
Armadas como la Policía Nacional tienen como Jefe Supremo al Presidente 
de la República, lo que ha permitido considerar que ésta debe integrar la 
estructura orgánica del Poder Ejecutivo y, por tanto, que no puede depender 
orgánicamente del Ministerio Público. En tercer lugar, el art. 169º enfatiza 
que la Policía Nacional, al igual que las Fuerzas Armadas, no son 
deliberantes y están subordinadas al poder constitucional. La Ley asigna los 
fondos necesarios para su funcionamiento y fija anualmente el número de 
sus efectivos.  
El artículo 166º de la norma acotada, precisa el conjunto de actividades 
que desarrolla la Policía Nacional para preservar y asegurar la paz y 
seguridad ciudadana, y el normal desenvolvimiento de las actividades 
individuales y sociales5. Ese marco incluye cuatro ámbito: a) la protección y 
ayuda para que las personas ejerzan sus derechos y eviten lesiones a sus 
bienes jurídicos; b) la garantía del cumplimiento de las leyes y la seguridad 
del patrimonio público y privado; c) la prevención e investigación de los 
delitos; d) la vigilancia de las fronteras. Además, de conformidad con los 
artículos 163º y 171º de la Constitución, conjuntamente con las Fuerzas 
                                                 
5
 Garantizar el orden interno equivale a decir que es la institución que tiene la responsabilidad de 
asegurar tanto al Estado aparato de poder, como a las personas, que está dispuesta a hacer cumplir las 
condiciones que permiten decir que el orden interno existe. La Policía Nacional no sólo debe 
garantizarlo, también Mantenerlo, esto es, seguirle el pulso y prevenirlo en su caso; Restablecerlo, 
vale decir, intervenir para conjurar las situaciones en que el orden ha sido vulnerado, siempre con 
respeto dentro de cada situación de los derechos fundamentales [Rubio Correa, Marcial. Ob. Cit.]. 
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Armadas, la Policía Nacional cumple tres tareas adicionales: 1. Participación 
en la defensa nacional. 2. Participación en el desarrollo económico y social 
del país. 3. Participación en la defensa civil6. 
El Estatuto de la Policía Nacional recién se definió a fines del año 1999. 
Por Ley Nº 27238, de 22.12.1999, se aprobó la Ley Orgánica de la Policía 
Nacional del Perú –en adelante LOPNP -, que a su vez fue reglamentada 
mediante el Decreto Supremo Nº 008-2000- IN, publicado el 6.10.2000 –en 
adelante Reglamento. El artículo 2º LOPNP define la Policía Nacional como 
“una institución” creada para garantizar para garantizar el orden interno, el 
libre ejercicio de los derechos fundamentales de las personas y el normal 
desarrollo de las actividades ciudadanas. Es profesional y jerarquizada. Sus 
integrantes representan la ley, el orden y la seguridad en toda la República y 
tienen competencia para intervenir en todos los asuntos que se relacionan 
con el cumplimiento de su finalidad fundamental”. 
Son varias las funciones que la Policía Nacional tiene encomendadas, 
todas ellas ligadas a las nociones de orden interno y orden público policial. 
Son de destacar, entre ellas, las siguientes:  
1) El mantenimiento de la seguridad y tranquilidad públicas;  
2) La prevención, combate, investigación y denuncia de los delitos y 
faltas; 
 3) La aplicación de sanciones conforme al Código Administrativo de 
Contravenciones de Policía; 
                                                 
6
 García Toma, Víctor. Ob. Cit.  
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4) La garantía de la seguridad ciudadana, capacitando en este ámbito a 
las entidades vecinales organizadas7;  
5) El control del transporte vehicular;  
6) La vigilancia de las fronteras, así como el cumplimiento de las 
disposiciones legales sobre control migratorio;  
7) La seguridad de los funcionarios públicos y personal diplomático;  
8) El cumplimiento de los mandatos escritos del Poder Judicial, Tribunal 
Constitucional, Sistema Electoral y Ministerio Público, en el ejercicio de sus 
funciones;  
9) Velar por la seguridad de los bienes servicios públicos;  
10) Participar en la Defensa Nacional, Defensa Civil y en el desarrollo 
económico y social del país.  
En lo que respecta a las atribuciones, se considera que la policía 
puede: 
 1) Intervenir en toda circunstancia, considerándose permanente en 
servicio;  
2) requerir la presentación de documentos de identidad personal 
“cuando el caso lo amerite”;  
3) registrar y centralizar los antecedentes policiales y las requisitorias 
judiciales;  
                                                 
7
 La reciente Ley de Reforma Constitucional Nº 27680, de 7 de marzo de 2002, estableció al modificar 
el art. 197º de la Ley Fundamental – (1) que la participación vecinal es promovida, apoyada y 
reglamentada por las Municipalidades, de suerte que la capacitación ciudadana se realiza con el 
concurso y dirección de los ayuntamientos; (2) que los servicios de seguridad ciudadana son 
brindados por las Municipalidades, pero con el apoyo de la Policía Nacional, conforme a Ley, lo que 
exigirá una Ley de Seguridad Ciudadana que fije el ámbito de la seguridad ciudadana a cargo de los 
ayuntamientos y las formas y mecanismos de cooperación de la Policía Nacional. Es claro, sin 
embargo, que las Municipalidades no podrán crear sus propios cuerpos de policía y de seguridad.  
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4) realizar peritajes criminalísticos, técnico  -vehiculares y otros 
relacionados con sus funciones8;  
5) obtener, custodiar, asegurar y procesar indicios, evidencias y 
elementos probatorios relacionados con la investigación policial, poniéndolos 
oportunamente a disposición de la autoridad competente.  
La Policía Nacional tiene facultades específicas para cumplir la misión 
que la LOPNP le acuerda. La indicada norma, de modo muy general, 
establece que puede: 1) realizar registros de personas, inspección de 
domicilios, instalaciones y vehículos y objetos; 2) intervenir, citar y detener a 
las personas; 3) actuar como conciliador en los casos de conflictos que no 
constituyan delitos o faltas que alteren el orden y la tranquilidad públicas. 
Finalmente, se impone a la Policía observar y sujetarse, en el ejercicio de 
sus funciones, a los principios del “Código de Conductas para Funcionarios 
encargados de hacer cumplir la Ley”.  
La Policía Nacional cuenta con una Dirección General; con órgano de 
asesoramiento, de control, consultivos y de apoyo, operativamente, con dos 
órganos de ejecutivos: las Regiones Policiales, distribuidas geográficamente 
– cuya base son las Comisarías –y las Direcciones Especializadas, entre las 
que se encuentran las Direcciones de Policía del Ministerio Público y de la 
Policía Judicial, muy ligadas al servicio judicial, aunque las demás son las 
que realizan propiamente el grueso de las investigaciones (Dirección contra 
el Terrorismo, Dirección contra el Tráfico de Drogas, Dirección de 
Investigación Criminal). Empero, no existe una división tajante entre 
                                                 
8
 La falta de precisión de la labor pericial es patente. Un grave riesgo se encuentra en la realización de 
las pericias vinculadas al ámbito de la Medicina Legal, que por la ley Nº 24128, de 23. 5. 1985, están 
encomendadas al Instituto de Medicina Legal, dependencia del Ministerio Público.  
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funciones de Policía de Seguridad y de Policía Judicial. Aquí es donde 
radican los problemas de coordinación con el Ministerio Público, que 
constitucionalmente –tiene la dirección jurídica funcional de la investigación 
del delito.  
La Constitución regula la dependencia funcional de la Policía en los 
actos de investigación con fines represivos. Sin embargo, los alcances de la 
dirección jurídica funcional de la Policía por el Ministerio Público no se 
encuentran regulados por una norma con rango de ley. Ni la LOPNP ni la 
LOMP cumplen dicho propósito, con la agravante que la LOMP es una 
norma preconstitucional y en su art. 9º delimita la investigación preliminar a 
la antigua usanza plasmada por la Constitución de 1979.  
Desde un análisis de la situación fáctica, y en el ámbito de la 
investigación del delito, la Policía ostenta una gran autonomía. De hecho, la 
denominada “investigación preliminar policial”, se ha constituido en una 
etapa preprocesal diferenciada, sin reglas específicas, con una dinámica 
propia y con un fuerte condicionante a los ulteriores actos de investigación 
del Fiscal y del Juez, así como también al propio resultado del proceso 
penal.  
2. FUNCIONES DE LA POLICÍA EN LA 
PREVENCIÓN Y REPRESIÓN DEL DELITO 
2.1. DELIMITACIÓN DE LAS FUNCIONES PREVENTIVAS Y 
REPRESIVAS 
Hoy en día es posible detectar la diferenciación de funciones de 
seguridad y represión, a partir de la estructura orgánica de la Policía. Si se 
toma en cuenta las Direcciones Especializadas, las funciones de seguridad 
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están distribuidas en las Direcciones de Defensa Nacional y Control de 
Fronteras, Operaciones Especiales, Policía de Carreteras, Seguridad Vial y 
Turismo y Ecología. Las funciones propiamente de represión del delito están 
concentradas en las Direcciones de Policía del Ministerio Público, Judicial, 
Antidrogas, Terrorismo e Investigación Criminal. Igualmente, en las 
Regiones Policiales se da similar diferenciación de funciones, aunque con un 
mayor énfasis en la labores de Policía de seguridad.  
La gran dificultad para poder diferenciar y poner en funcionamiento de 
modo acabado las tareas de prevención y de represión del delito, se 
profundiza no solo: 1) con el hecho de que ambas funciones se confunden 
en un solo cuerpo de Policía, pese a que el art. 41º del Reglamento 
reconoce como una especialización Criminal, Criminalística (de apoyo a la 
anterior), Inteligencia (de apoyo a las dos primeras) y de Administración, sino 
también, 2) porque no existen protocolos de intervención estrictos en el 
ámbito de la prevención (sólo se cuenta con manuales de operaciones para 
las propias tareas de policía judicial). 
La Policía Nacional, históricamente, nunca tuvo poder sancionador. La 
Constitución vigente no reconoce ese poder. Sin embargo, la LOPNP en su 
art. 7º.2 estipuló que la Policía también está facultada a “aplicar las 
sanciones que señale el Código Administrativo de Contravenciones de 
Policía”. La Tercera Disposición Complementaria y Final de la dicha Ley 
estableció que el citado Código Administrativo de Contravenciones de 
Policía debía ser aprobado por Decreto Supremo, expedido por el Poder 
Ejecutivo, norma que tendrá aplicación en todo el país.  
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Dos críticas de fondo, en orden a su legitimidad constitucional, pueden 
formularse a ese Dispositivo, que finalmente se aprobó mediante el Decreto 
Supremo Nº 005 -2000 – IN. En primer lugar, según se ha dicho, la función 
policial no es sancionadora. La Constitución en el art. 166º, no le reconoce 
tal facultad, que en todo caso compete a la Administración a través de 
órganos distintos, aunque integrantes del Ministerio del Interior. En segundo 
lugar, en tanto la naturaleza de un Código de Contravenciones es 
sancionadora, de corte punitivo, es obvio que debe estar sujeta a reserva de 
ley estricta, por lo que en ese ámbito su rango normativo no es el previsto 
por el art. 2º. 24. d de la Constitución, que incorpora el principio de reserva 
de ley en materia sancionadora. Desde esta perspectiva, el art. 230º.1 de la 
Ley del Procedimiento Administrativo General, prescribe que: “Sólo por 
norma con rango de ley cabe atribuir la consiguiente previsión de las 
consecuencias administrativas que a título de sanción son posibles de 
aplicar a un administrado, las que en ningún caso habilitarán a disponer la 
privación de libertad”. El Código Administrativo de Contravenciones de 
Policía diferencia entre falta penal y contravención de policía. Tipifica 21 
contravenciones de policía. Establece cuatro tipos de sanciones 
administrativas y seis medidas correctivas. Esta norma, hasta ahora, no ha 
sido aplicada.  
2.2. PERSECUCIÓN PENAL 
El art. 159º. 4 de la Constitución implanta una subordinación policial de 
carácter funcional, dejando en manos del Ministerio Público –en adelante, 
MP –la dirección jurídico–funcional de la Policía, la cual esta obligada a 
obedecer sus órdenes en lo estrictamente funcional. La Constitución de 1993 
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definió una relación Fiscalía–Policía no sólo en un nivel de coordinación y 
vigilancia, sino esencialmente de dirección o conducción9. Es importante 
precisar que la LOMP, es una norma preconstitucional y, como tal, en su 
artículo 9º delimitó la investigación preliminar a la antigua usanza plasmada 
por la Constitución de 1979. Los vocablos utilizados en dicha norma, tales 
como “vigila, interviene, orientándola o supervigila” corresponden a la añeja 
concepción del MP frente a la Policía, que descarta una “conducción” real de 
las investigaciones a nivel Fiscal. 
Hasta la fecha no se ha modificado la LOMP, la misma que mantiene 
en la práctica una posición de intervención que ha avanzado muy poco hacia 
una efectiva conducción fiscal de la investigación preliminar. La normatividad 
constitucional no ha sido desarrollada con normas de rango de ley  
habiéndose limitado el Fiscal de la Nación – máxima autoridad de la 
institución –a dictar circulares y directrices que sin embargo no han 
establecido a plenitud una nueva concepción de dependencia funcional que 
funcione en la práctica.  
Entre las directrices impartidas para la conducción de la investigación 
prelimar por parte del MP existe la Circular Nº 001-99-MP-EMP, aprobada 
mediante Resolución Nº 471-99-MP-CEMP, ampliada por la Resolución Nº 
628-2000 – MP- CEMP, DE 2.9. 2000. En su disposición 4.1., establece que 
los Fiscales Provinciales y Adjuntos penales al apersonarse a las 
dependencias policiales constatarán la existencia de personas detenidas 
(estaríamos frente a atenciones policiales por flagrancia) impartiendo 
                                                 
9
 San Martín Castro, César: Derecho Procesal Penal. T. I, Lima, Grijley, 1999.  
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medidas para el puntual respeto de sus derechos fundamentales. La circular 
exige además que el Fiscal corrobore que al detenido se le ha modificado 
por escrito de los motivos de su detención.  
El Fiscal puede realizar actos de investigación, por sí o por la Policía, a 
quien dicta las órdenes correspondientes, una vez que reciba la denuncia 
por la víctima o por cualquiera del pueblo. La necesidad de un previo 
esclarecimiento para determinar los presupuestos para proceder 
penalmente, obliga a la realización de actos de investigación preliminares. 
Concurrentemente, la Policía tiene autorización para recibir directamente 
denuncias, así como para actuar de oficio cuando le llegue la noticia de la 
comisión de un delito. En cuanto ordenamiento jurídico se establece, 
primero, que una vez que la Policía tome conocimiento de un delito 
perseguible de oficio está obligada a comunicarlo al Fiscal Provincial; 
segundo, que el Fiscal Provincial tiene facultades para disponer que la 
Policía realice una investigación preliminar, y tercero, que el Fiscal Provincial 
tiene la obligación de cursar directivas precisas a la Policía que deben ser 
cumplidas en orden al objeto de la investigación y a las formalidades 
específicas que deben reunir los actos de investigación encomendados, a fin 
de garantizar su validez jurídica. 
Lo que existe es una suerte de cooperación entre la Policía y la 
Fiscalía, que lejos de sustentarse en una lógica de especialización de la 
investigación, se basa en una lógica de carga de trabajo. La colaboración de 
la Policía no se realiza en la investigación Fiscal sino que es una 
colaboración con la investigación fiscal. Sencillamente, asume 
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investigaciones que el Fiscal no está en condiciones ni de realizar ni de 
dirigir, y en las que éste se limita a evaluar el documento final.  
En ese sentido, si bien la Constitución dispone una cooperación dirigida 
(situación jurídica), en la realidad (situación fáctica) estamos frente a una 
suerte de sustitución de funciones, que implica un serio prejuicio al momento 
de la evaluación de una información que carece de inmediación fiscal. A su 
vez, la Policía tendrá una importante participación en la ejecución de 
mandatos judiciales vinculados a la aportación de pruebas al proceso, como 
el caso de registro de personas, allanamiento de morada, etc.  
A estos efectos hay que diferenciar aquellas acciones policiales que se 
encuentran sujetas al mandato de la autoridad competente vinculadas a la 
existencia de un proceso judicial, de las acciones realizadas por 
autodeterminación funcional en los casos de delito flagrante. En estos casos 
está incluida la diferencia entre la atención ordenada por el juez (ya sea por 
sentencia condenatoria o por la imposición de la medida cautelar de 
detención) y la detención policial mediando flagrancia delictiva.  
En los casos de mandato judicial existirá una colaboración al proceso 
penal, mientras que en los casos que medie flagrancia o que la policía 
intervenga de oficio o a instancia del Fiscal, existirá una colaboración previa 
–en teoría controlada por el fiscal –vinculada a la investigación preliminar del 
delito, aunque en todos los casos las intervenciones policiales que importan 
restricciones de derechos fundamentales deberán ser autorizadas o, en su 
caso, cuando lo prescribe la ley, confirmadas por el juez penal. 
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2.3. ACTOS DE INVESTIGACIÓN  
Respecto  los “actos de investigación” de la Policía, es de precisar en 
primer lugar, que su realización puede ser: a) de oficio o mutuo propio, es 
decir, a instancia propia; b) por comisión o delegación esto es, por órdenes 
del Ministerio Público o del Poder Judicial. En el primer caso, la norma base 
se encuentra en el art. 59º CPP, que le faculta a realizar investigaciones por 
delitos y faltas, descubriendo a los responsables con los elementos de 
prueba y efectos incautado; en el segundo caso, las normas que lo rigen se 
encuentran: 1) en el art. 94º. 2 de la LOMP, que autoriza al fiscal a ordenar a 
la Policía que abra una investigación policial cuando los hechos lleguen a su 
conocimiento; 2) en el art. 92º.4 LOMP, que dispone cuando el Fiscal; 
Superior formule acusación formal, ordenará por intermedio del Fiscal 
Provincial la realización de una investigación policial ampliatoria, la misma 
que – volcada en un Atestado o Parte Policial –se presentará en el curso del 
juicio oral; 3) en el art. 64º CPP, en cuya virtud los jueces pueden ordenar a 
la Policía lleven a cabo investigaciones ampliatorias o complementarias a 
efectos de configurar, adecuadamente la instrucción judicial.  
Desde luego, la Policía no tiene límites para realizar actos de 
investigación, en tanto pretenda obtener información y evidencias relevantes 
para la determinación de la realidad de un delito y de quiénes están 
involucrados en su comisión. También la Policía está autorizada a realizar 
determinados actos que implican limitaciones o restricciones de derechos 
fundamentales. Se trata de los “actos constitucionalmente protegidos”. 
Son los siguientes:  
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1) Practicar el registro de personas. Es una medida coercitiva que 
se impone cuando se interviene a una persona sospechosa de 
participar en la comisión de un delito (el “perfil” del sospechoso –
que habilita el registro –está indicado en el Manual de 
Procedimientos Operativos Policiales). De todo lo que se 
encuentre, y es relevante y pertinente, se levantará el acta de 
incautación correspondiente. Los registros también comprenden 
vehículos.  
2) Incautar los objetos e instrumentos relacionados con el delito. El 
único criterio que lo habilita, sea que se intervenga a una 
persona en flagrante delito o en el curso de una investigación 
preliminar, realizada de mutuo propio o por comisión del Fiscal o 
Juez, es la pertinencia de la medida, en función a finalidades 
probatorias o de un futuro decomiso por la autoridad judicial. La 
práctica judicial no exige que la incautación de oficio sea objeto 
de una inmediata resolución judicial confirmatoria.  
3) Allanar locales de uso público a abiertos al público. No se 
requiere en este caso mandato judicial (tampoco para registrar 
vehículos). Si lo requiere, en cambio, el allanamiento y registro 
de domicilios –inclusive locales abandonados -, salvo en casos 
de flagrante delito, peligro inminente de su perpetración o 
cuando el dueño lo autorice. De la diligencia se levanta un acta, 
la cual va unida por lo general a la incautación.  
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4) Disponer la realización de las pruebas de “Dosaje Etílico” y/o 
“Toxicológica”; cuando se advierta o sospeche que una persona 
vinculada a la comisión de un delito, está intoxicada por 
ingerencia de alcohol o drogas. No se requiere orden judicial y la 
medida es compulsiva.  
La legislación nacional ha construido un sistema diferenciado de 
poderes policiales en la investigación del delito para determinadas conductas 
criminales. La legislación excepcional está vinculada a los delitos de tráfico 
de drogas, terrorismo, traición a la Patria (que son delitos de terrorismo 
hiperagravados), delitos agravados (se trata de delitos de especialmente 
violentos). La lógica de la legislación de excepción se ha impuesto en la 
persecución de dichos delitos, que rebasa el ámbito de la detención (que la 
Constitución circunscribe a los delitos de tráfico de drogas, terrorismo y 
espionaje).  
Asimismo, por Decreto Ley Nº 25746 se reguló las normas aplicables a 
la investigación policial en los delitos de traición a la patria. Se estableció 
que:  
1) La Policía podía efectuar la detención con carácter de preventiva 
de los presuntos implicados, por un término no mayor de quince 
días, dando cuenta a la autoridad judicial de turno en el Fuero 
Privativo Militar. A efectos de obtener mejores resultados en la 
investigación, el termino antes referido podrá ser prorrogado por 
un período igual a solicitud debidamente justificada de la Policía; 
norma que, empero, el Tribunal Constitucional declaró 
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inconstitucional (STC Nº 98-98-HC/TC, de 5.8.1998 “Caso 
Heriberto Manuel Benitez Rivas”). 
2) Los abogados de los defensores no podrán patrocinar 
simultáneamente a más de un encausado o nivel nacional, en 
ninguna de las etapas, sea investigación policial, instrucción o el 
juicio. Están exceptuados de esta disposición los abogados 
defensores de oficio.  
3. LA REORGANIZACIÓN DE LA POLICIA LA 
CREACIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL  
Es de conocimiento público las precarias condiciones materiales en las 
que la Policía Nacional ha venido desarrollando sus cotidianas actividades a 
partir de su creación. Su misión fundamental ha sido siempre la de preservar 
la seguridad y el orden interno, prestar garantías al sector público y privado 
para el cumplimiento de sus fines específicos, e investigar los hechos 
delictivos y las faltas. La Policía Nacional siempre ha seguido la suerte de 
las Fuerzas Armadas en la función de preservar la seguridad interna. Pero, 
por su propia naturaleza, las Fuerzas Armadas nunca han seguido la suerte 
y el destino de la Policía Nacional por las sustancias diferencias existentes 
entre ellas, por el grado de aceptación que tiene dentro del contexto social, 
por las funciones determinantes que el poder constituyente les ha otorgado, 
y, por el poder real de decisión que ambas instituciones tiene en los asuntos 
de seguridad nacional y de supervivencia de los gobiernos de turno 
emanados de elecciones populares o los que se originan a partir de un golpe 
de Estado.  
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La Policía Nacional no goza de los privilegios que han hecho suyos las 
Fuerzas Armadas a través de toda nuestra historia republicana, al contar 
éstas con el poder disuasivo que les otorga el estar en posesión de las 
armas adquiridas para la defensa nacional. La extracción social de los 
componentes de la Policía Nacional siempre ha sido popular, eso ha 
permitido que las condiciones materiales de su desenvolvimiento y 
existencia sean semejantes a la de otros sectores laborales discriminados de 
la sociedad, en los que el salario a la remuneración sólo sirve para 
sobrevivir. Efectivamente, los policías forman parte de los sectores sociales 
mal remunerados y solo van adquiriendo privilegios en la medida en que se 
obtienen un ascenso en la jerarquía institucional. En esa trayectoria se 
genera la conocida pirámide en la que sólo una minoría se privilegia y goza 
los beneficios de su proximidad con el poder político y, la gran mayoría 
termina desprotegida hasta por su propio comando.  
La formación profesional del policía nunca ha sido tomada con 
seriedad, basta unos meses de superficial y precaria enseñanza para que 
jóvenes sin experiencia, sin formación cívica, salgan a las calles a cumplir 
con las delicadas responsabilidades que la Constitución les otorga. ¿Qué 
cosa buena debemos esperar de este material humano que inexperto y mal 
alimentado debe cuidar el patrimonio público y privado, realizar actos de 
prevención y combate de la delincuencia y defender los derechos de las 
personas? Los que ejercen el control del Estado no llegan a entender el 
inmenso valor que encierra la educación, no han tomado conciencia que la 
más grande inversión para el desarrollo del país produce cuando se cuida la 
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salud y la educación; obnubilados por acumular mayor poder ignoran algo 
tan elemental que consiste en que toda inversión en salud y educación hace 
poderosa a una nación.  
Una mala remuneración, la captación de elemento humano de los 
sectores empobrecidos de la sociedad, de aquellos que no han podido 
encontrar un futuro mejor, agregadas a otras causas de orden social mucho 
más compleja, hace que la Policía Nacional no puede cumplir de manera 
eficaz y eficiente con el encargo constitucional. Además, no ha podido 
escapar de ese fenómeno desintegrador que ataca a todas las instituciones 
del Estado que es el fenómeno de la corrupción, es por eso que podemos 
encontrar en sus filas tanto un subalterno como un general corrupto, 
haciéndose más visible en los niveles inferiores porque los de arriba saben 
cuidarse mejor.  
Pensando en la construcción de instituciones sólidas que se desarrollen 
en función del interés social es que compartimos las expresiones del 
Tribunal Constitucional cunado afirme que: “la Policía Nacional tiene por 
finalidad fundamental garantizar, mantener y restablecer el orden interno, así 
como prestar atención y ayuda a las personas y a la comunidad. Para 
cumplir con su objetivo la institución requiere contar con personal de 
conducta intachable y honorable en todos los actos de su vida pública y 
privada, que permita no sólo garantizar, entre otros, el cumplimiento de las 
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leyes y la prevención, investigación y combate de la delincuencia, sino 
también mantener incólume el prestigio institucional y personal”10. 
El 15 de agosto de 1985 se publicó en el diario oficial “El peruano” la 
Ley 24294 mediante la cual se declaró en reorganización total a las Fuerzas 
Policiales y a la Sanidad de las Fuerzas Policiales (artículo 1º); se delegó al 
Poder Ejecutivo la facultad para promulgar, entre otras, las leyes orgánicas 
de las Fuerzas Policiales (artículo 2º), adecuando las estructuras orgánicas, 
así como la de poder cesar definitivamente a cualquier miembro del personal 
policial en todos los rangos (artículos 3º). Como consecuencia de la 
reorganización de las Fuerzas Policiales, a  tenor de la Ley 24294, el 28 de 
agosto de 1985 se expidió el Decreto Supremo Nº 045-85-IN, mediante el 
cual se suspendió el otorgamiento de condecoraciones en todos los grados a 
miembros de las Fuerzas Policiales y de la Sanidad de las Fuerzas 
Policiales, mientras dure el proceso de reorganización.  
Las relaciones entre la policía y la colectividad no eran las mejores; 
conocernos de lugares en donde los pobladores, frente a los atropellos del 
que eran víctimas por parte de los policías, en acto de justicia colectiva los 
obligaban a abandonar la ciudad. Como consecuencia de la llamada 
reorganización policial se expidieron resoluciones supremas mediante las 
cuales, por recomendación de la «Comisión Reorganizadora» se pasó a la 
situación de retiro a muchos oficiales y personal subalterno de la Sanidad y 
de las Fuerzas Policiales. Desde entonces han transcurrido más de dos 
décadas y creemos sinceramente que los propósitos de la reorganización no 
                                                 
10
 Fundamento 5 de la sentencia emitida por el Tribunal Constitucional el 24 de enero de 2005 en el 
expediente Nº 03425-2004-AA. Citado en “La Constitución en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional”. Gaceta Jurídica S.A., 1ra edición, agosto de 2006.  
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se han cumplido; la Policía Nacional se ha visto sometida de manera 
permanente a las presiones del poder político, subsistiendo actualmente los 
males que se pretendieron atacar; en algunos casos éstos se han 
incrementado y han generado mayores conflictos por la forma en que se 
abordó la denominada reorganización.  
El 6 de diciembre de 1988 se promulgó la Ley Nº 24949 que creó la 
Policía Nacional de Perú, con esta Ley se modificaron 19 artículos de la 
Constitución de 1979 (art. 1) y se estableció que la organización y  funciones 
de las Fuerzas Policiales, es decir, la Guardia Civil, la Policía de 
Investigaciones y la Guardia Republicana, debían ser asumidas por la 
Policía Nacional con todos sus derechos y obligaciones (artículo 2º). Esta 
radical modificación constitucional implicaba, a nivel jurídico, la unificación 
de las Fuerzas Policiales. Dentro de esa vertiente renovadora el 31 de marzo 
de 1989 por Decretos Supremos Nº 0006-89-IN se aprobó la estructura 
orgánica de la Policía Nacional, la misma que posteriormente quedó sin 
efecto por Decreto Legislativo Nº 744 del 8 de noviembre de 1991. 
Con el Decreto legislativo Nº 744 del 8 de noviembre de 1991 se 
adecúa la estructura orgánica de la Policía Nacional del Perú con el objeto, 
según los autores de la norma legal, de erradicar las acciones de terrorismo 
y narcotráfico, cautelando la vigencia de los derechos humanos, a fin de que 
cumplan eficientemente su misión de protección a la sociedad, consolidación 
de la democracia y defensa de los derechos humanos. En la parte 
considerativa de la ley se reconoce que «la estructura orgánica vigente no 
permite una integración adecuada de los componentes de la Policía Nacional 
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de Perú determinando una organización burocrática, desarticulada para el 
cumplimiento de su misión ante la sociedad, especialmente, en los campos 
de pacificación y defensa nacional».  
En otro acápite de la norma aludida se agrega que «el incremento de la 
delincuencia terrorista, el narcotráfico y demás hechos conexos hacen 
necesario disponer de una institución policial moderna e integrada, con 
capacidad de restablecer y mantener el orden interno, garantizar el ejercicio 
del Estado de Derecho y contribuir eficientemente al logro de la pacificación 
nacional dentro y contribuir eficientemente al logro de la pacificación 
nacional dentro del pleno respeto a la persona humana como fin supremo de 
la sociedad y del Estado». En ese sentido, teniendo en cuenta lo glosado, 
fue clara la intención del ejecutivo sobre los objetivos que se propuso 
obtener con la aplicación de la norma sustitutoria del Título III del Decreto 
Legislativo N º 371, Ley de Bases de las Fuerzas Policiales.  
4. LA POLICÍA NACIONAL Y SU RELACIÓN 
FUNCIONAL CON OTRAS INSTITUCIONES  
La Policía Nacional como parte integrantes de la estructura del Estado 
se interrelaciona con los diferentes órganos de éste. No puede funcionar 
desligada de la sociedad porque es dentro de ella que cumple las 
atribuciones y los roles que le ha otorgado la Constitución Política. Los 
poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, el Ministerio Público y la Policía 
Nacional se interrelacionan entre sí, de manera permanente porque forman 
parte de ese universo político destinado al mantenimiento del orden social y 
la paz interna, consiguientemente, al combate de la delincuencia en sus 
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diferentes modalidades. Al margen de la independencia  autonomía que la 
Constitución les ha otorgado para el cumplimiento de sus atribuciones, su 
existencia, así como el deterioro de su prestigio repercute, en mayor o 
menor grado, en los demás órganos del Estado.  
En la Constitución de 1979 se consignaron normas relativas a la 
organización del Poder Judicial porque su importancia es gravitante como 
atribución primaria del Estado. Así,  el artículo 232º señala que la potestad 
de administrar justicia emana del pueblo, que se ejerce por los juzgados y 
tribunales jerárquicamente integrados en un cuerpo unitario, con las 
especialidades que la Constitución y las leyes establecen. En la Carta 
Política de 1993 esta atribución ha sido recogida en el artículo 138º, primer 
párrafo, al señalar que la potestad de administrar justicia emana del pueblo y 
se ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos, con 
arreglo a la Constitución y a las leyes.  
Con la Constitución el pueblo es el inicio y el destinatario final de la 
potestad juzgadora. La Constitución de 1993 le ha otorgado al Legislativo la 
potestad de iniciar investigaciones sobre asuntos de interés público, siendo 
obligatoria la comparecencia de las personas ante cualquier requerimiento 
de las comisiones encargadas de las investigaciones, bajo los mismos 
apremios que se observan en el procedimiento judicial. Para el cumplimiento 
de sus fines, dichas comisiones pueden acceder a cualquier información que 
implique el levantamiento del secreto bancario y el de la reserva tributaria, 
excepto la información que afecte la intimidad personal. Sus conclusiones no 
obligan a los órganos jurisdiccionales (artículo 97º). 
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El Ministerio Público a través de los fiscales pone en movimiento al 
aparato judicial, poder del Estado con el que tiene más proximidad en razón 
a que ambas instituciones persiguen como propósito fundamental el 
encuentro de la verdad dentro de los procesos penales. Alguna vez dijimos 
que las funciones y atribuciones del Ministerio Público son poco conocidas 
dentro del contexto social; son responsables de ese hecho sus integrantes, 
fundamentalmente, los que ocupan cargos de dirección y decisión 
institucional. Eso explica, en buena medida, porqué los fiscales no reciben la 
atención jurídica propia de su jerarquía funcional de parte de los ciudadanos, 
de la Policía Nacional y demás instituciones del Estado11. Las instituciones 
que conforman la estructura del Estado debieran estar en función de la 
persona humana para que gocen de la aprobación social; la realidad nos 
enseña que con frecuencia son los mismos integrantes de las entidades 
públicas los que ocasionan su desprestigio alejándose del respaldo social.  
Los Jueces necesitan del apoyo de la policía para la materialización de 
ciertas diligencias o para que se cumplan sus resoluciones. Los fiscales, con 
mayor urgencia que los jueces, necesitan el apoyo de la Policía Nacional 
para la investigación del delito y el ejercicio pleno de sus atribuciones. 
Resulta, pues, evidente la relación existente con mayor o menor grado entre 
el Poder Judicial, el Ejecutivo, el Legislativo, el Ministerio Público y la Policía 
Nacional, cuando se trata de administrar justicia penal.  
La Policía Nacional, ocupa una singular importancia dentro del territorio 
nacional, siendo una de las defensoras del orden constituido – junto al 
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 Mory Príncipe, Freddy. «La investigación del delito»; Editorial Marsol. 1ra edición 1994.  
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Ministerio Público y los tribunales de justicia –no pueden atentar contra el 
sistema imperante. Esta es la razón por la que sus integrantes cuando se 
encuentran en actividad, por disposición expresa de la Constitución Política, 
no podían elegir ni ser elegidos (artículo 34º), están prohibidos de 
sindicalizarse (artículo 42º), sólo individualmente pueden ejercer el derecho 
de petición (artículo 2º, 20, segundo párrafo) y, por último, al igual que las 
Fuerzas Armadas no son deliberantes (artículo 169º). 
5. LA INVESTIGACIÓN POLICIAL PARA LOS FINES 
DEL PROCESO PENAL  
La investigación del delito es la actividad que realiza un cuerpo 
profesional especializado utilizando métodos específicos con el objeto de 
descubrir al autor de una infracción punible penalmente, la misma que 
concluye con al elaboración de un Informe que es remitido a conocimiento 
del fiscal provincial. Sin embargo, hay de los que afirman que el personal 
policial no está lo suficientemente entrenado y capacitado para cumplir con 
satisfacción la ardua tarea de descubrir al autor de un evento delictivo; que 
los métodos que utilizan para tal fin no están en relación directa con los 
avances de la ciencia y la técnica obtenidos en estas últimas décadas. Esa 
aseveración es vertida fundamentalmente porque la policía – ya lo hemos 
dicho –realza sus funciones en condiciones precarias y no cuenta con los 
equipos técnicos y la logística que es de uso corriente en los países 
desarrollados. A pesar de esas graves limitaciones, sus integrantes hacen el 
mejor de los esfuerzos para cumplir su misión y apoyar al fiscal en su labor 
persecutoria del delito. En las «Reglas de Mallorca» se determinó como 
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segundo principio general del proceso que «La policía y los funcionarios que 
actúen en tareas de investigación en un procedimiento penal deberán 
depender funcionalmente del Ministerio Fiscal o de los Jueces y 
Tribunales»12. 
Por la Constitución sabemos que es obligación y atribución del 
Ministerio Público conducir desde su inicio la investigación del delito, y, para 
tal fin, la Policía Nacional está obligada a cumplir sus mandatos (artículo 
159º, 4); por la Constitución nos enteramos que la Policía Nacional tiene la 
obligación y atribución de prevenir, investigar  y combatir la delincuencia 
(artículo 166º). Divididas así las funciones, no debe haber razón alguna para 
que se produzcan malos entendidos entre ambas instituciones de coerción 
estatal; sin embargo, la realidad nos enseña que existen personas 
interesadas para crear fricciones entre los componentes de estas dos 
instituciones y para que el Código Procesal Penal no sea debidamente 
asimilado por los policías al hacerle creer a éstos que con el instrumento 
procesal penal sus atribuciones se han visto disminuidas, aseveración falaz 
y dañina para los fines de una correcta administrativa de justicia penal en el 
territorio nacional.  
La Constitución Política no le prohíbe al fiscal realizar por cuenta propia 
las investigaciones que podría ser realizadas por la policía, por eso, el 
Código Procesal Penal le faculta realizar investigaciones directamente en su 
Despacho; eso es así porque en materia jurídica quien puede lo más puede 
                                                 
12
 «Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración de la Justicia penal», que se origina 
como consecuencia de la reunión de expertos llevada a cabo en Palma de Mallorca los fías 23, 24 y 25 
de noviembre de 1990;  3, 4 y 5 de mayo de 1991; 5, 6, 7 y 8 de setiembre de 1991; y el 14, 15 y 16 de 
febrero de 1992.  
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lo menos. Sobre esta labor de investigaciones es que algunos piensan que 
el fiscal no está en capacidad de investigar, que solamente la policía está 
preparada para llevar a cabo esa labor; si nos ubicáramos es esa hipótesis, 
tendríamos que admitir que el fiscal tampoco estaría en capacidad material 
de conducir la investigación del  delito.  
Lo cierto es que el representante del Ministerio Público por ser abogado 
de profesión está en condiciones de conducir jurídicamente la investigación 
del delito; sin embargo es bueno recalcar que esa autorización constitucional 
no puede negar la existencia de otra de la misma jerarquía concedida a la 
Policía Nacional que consisten en que está autorizada a investigar y 
combatir la delincuencia (artículo 166º)13. En suma, el fiscal, y el policía, 
puede desarrollar de la mejor manera sus capacidades y sus 
potencialidades; cada uno puede cumplir con su rol constitucional y hacer de 
los actos de investigación verdaderos instrumentos para el eficaz 
esclarecimiento de los hechos14. 
 
                                                 
13
 Afirma Pedro Angulo Arana que «nos parece desacertado que la norma sostenga que la policía 
actuará las investigaciones que les sean «delegadas» (artículo 331º, inciso 2). Esto es que allí se 
desliza falsamente que el fiscal es el investigador material del delito; pero, que puede delegar tales 
actos a la policía. Lo real es distinto, en tanto el fiscal sí puede ordenar o encargar a interrogantes de la 
policía que realicen determinados actos de investigación; no como acto de delegación sino de 
dirección. A la policía. Como órgano persecutor del delito, le corresponde efectuar la investigación, 
ello es responder al cómo, cuándo, por qué y todas las respuestas relevantes que se generan alrededor 
del ilícito penal. Y obvio que bajo el nuevo Código Adjetivo tal tarea no cambia y, por ende, la policía 
no es auxiliar del fiscal al realizar la investigación de los ilícitos»; en «La Investigación del delito en 
el nuevo Código Procesal Penal», Editorial Gaceta Jurídica, primera edición año 2006.  
14
 Duce, Mauricio y Riegos,  Cristian. Refiriéndose a las relaciones entre el Ministerio Público y la 
Policía en el contexto latinoamericano han afirmado que: «en este complejo escenario, en varias 
ocasiones el Ministerio Público ha carecido de una estrategia destinada a acercarse adecuadamente a 
los policías y desarrollar relaciones constructivas para llevar adelante el trabajo de investigación 
criminal». 
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6. CARACTERÍSTICAS DE LA INVESTIGACIÓN 
POLICIAL  
Con el anterior sistema procesal las características o las garantías que 
debe reunir la investigación policial no estaban legalmente definidas a pesar 
de su gran importancia para la administración de justicia, si tomamos en 
cuenta que muchas veces la suerte del proceso penal dependía de la forma 
cómo se había realizada la investigación en sede policial. Ante la indiferencia 
del poder político, el Tribunal Constitucional fue cubriendo los vacíos legales 
a través de sus sentencias al determinar que tanto la labor policial como la 
de los fiscales no pueden ser ajenas al control constitucional. Para los 
propósitos del presente trabajo mencionamos algunas de las características 
más importantes de la investigación del delito por parte de la Policía 
Nacional:  
6.1. LA INVESTIGACIÓN POLICIAL ES RESERVADA 
La investigación policial es reservada, el policía debe tomar conciencia 
que no está autorizado por la ley para revelar a terceras personas sobre la 
forma como se ha producido el hecho delictivo, porque la publicidad dentro 
de la investigación del delito y, más propiamente, dentro del proceso penal, 
tienen sus propios espacios y su tiempo. El policía debe guardar reserva 
sobre los trabajos de acumulación de evidencias que se le encomienda. De 
modo general, está obligado a mantener reserva sobre todo acto que se 
relacione con el servicio, es decir, no debe dar información a las personas 
que no tienen ninguna relación con el hecho materia de la investigación. 
Antaño los órganos de dirección de la Policía Nacional ordenaban a su 
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personal a realizar las investigaciones de manera secreta, no permitían que 
se hiciera conocer los avances de las mismas al imputado, ni a su abogado. 
No llegaban a comprender en su verdadera dimensión que todo incriminado, 
sin distinción alguna, tiene derechos que deben ser respetados por los 
funcionarios o servidores del Estado con atribuciones coercitivas.  
La reserva de la investigación policial no es impedimento para que el 
fiscal se entere de todas y cada una de las diligencias que van a llevarse a 
cabo. Por su ubicación jurídica en la investigación y represión de la 
delincuencia puede y debe enterarse anteladamente del acto policial a 
ejecutarse para que su participación – si así lo determina –se desarrolle en 
forma activa y dinámica. Al existir una legislación más transparente y 
expresiva sobre la función policial en la investigación del delito, la sociedad 
civil no debe permitir que se produzcan los casos de injusticia que antes 
eran cotidianos. Ahora, por lo menos en teoría el implicado tiene el derecho 
de estar debidamente informado de los cargos que se le formulen y hasta de 
las pruebas que la policía o el fiscal tienen en su contra, a fin de que pueda 
defenderse sin restricción alguna, en todo caso, las restricciones que 
pudieran existir deben estar señaladas expresamente por la ley.  
Por último, si bien es cierto que la investigación policial es reservada, 
ese carácter no impide que el imputado tenga conocimiento sobre la 
identidad del efectivo policial que lo está investigando; es por eso que en el 
conjunto de principios protectores de las personas sometidas a cualquier 
forma de detención o prisión adoptados por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en su Resolución 43/173 del 9 de diciembre de 1988, en el 
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Principio 22.1. se expresó que: «La duración de todo interrogatorio a que se 
someta a una persona detenida o presa y la de los intervalos entre los 
interrogatorios, así como la identidad de los funcionarios que lo haya 
practicado y la de los demás personas presentes, serán consignadas en 
registros y certificadas en la forma prescrita por ley».  
6.2. LA INVESTIGACIÓN POLICIAL ES LIMITADA EN EL TIEMPO 
Si tomamos en cuenta el Código de Procedimientos Penales y el 
Decreto Legislativo Nº 052, la investigación prejurisdiccional no tenía límite 
de tiempo, estaba sujeto al criterio discrecional del fiscal. Debía tomarse en 
cuenta que el proceso penal tiene mayor relevancia que cualquier 
investigación prejurisdiccional, por eso, la investigación preliminar estaba en 
función al proceso penal y a los límites impuestos por el Código Penal para 
perseguir las conductas punibles. En tal sentido se debía considerar en 
todas las investigaciones (como ocurre también en la actualidad) que el 
artículo 78º del Código Penal nos enseña que la acción penal se extingue: a) 
Por muerte del imputado, prescripción, amnistía y el derecho de gracia; b) 
Por autoridad de cosa juzgada. Este marco legal punitivo no podía ser 
ignorado por los fiscales y policías durante la investigación preliminar. Pero, 
ese marco jurídico era ineficaz para garantizar la culminación de las 
investigaciones en un tiempo razonable.  
Como quiera que el Código de Procedimientos Penales no estableció 
de manera expresa el tiempo que debía durar una investigación preliminar, 
resultaba razonable afirmar que ésta no debía ocupar mayor espacio y 
tiempo que el estableció para los procesos penales; debían ser concluidos 
 54 
en menor tiempo si tenemos en cuenta que en esta fase sólo se realizaban 
actos de investigación y nunca actos de prueba cuya incorporación sólo es 
posible en el juicio oral.  
El artículo 7º.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
que se ocupa del derecho a la libertad personal, expresa con claridad que: 
«Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un 
juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales 
y tendrá derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable o a ser puesta 
en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar 
condicionada a garantías que aseguren su comparencia en el juicio». Por 
otra parte el artículo 8.1 de la mencionada Convención expresa que: «Toda 
persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 
imparcial, establecido con anterioridad, por la ley, en la sustanciación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro 
carácter». 
6.3.  EL INFORME POLICIAL CONTIENE ACTOS DE 
INVESTIGACIÓN  
En el proceso penal todo documento es objeto de valoración por parte 
de la autoridad judicial encargada de administrar justicia, cuando se ha 
solicitado su incorporación y han sido admitidos como medios probatorios en 
la forma que ha determinado la ley procesal. El documento policial al que se 
denominó atestado según el artículo 62º del Código de Procedimientos 
Penales, antes de ser modificado por el Decreto Ley Nº  21895, era 
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considerado como denuncia para los efectos legales. Para la elaboración de 
los atestados se mencionaba a la «policía judicial», pero, sabemos que ésta 
no era más que un grupo reducido de miembros de la policía, sin 
equipamiento técnico adecuado, que estaba a disposición de la 
administración de justicia en las cotidianas tareas que se le encomienda, 
tales como la notificación de personas que debían comparecer a los 
juzgados y salas penales, y, a la captura de requisitoriados, entre otras.  
El artículo 1º del Decreto Legislativo Nº 126 que modificó el artículo 62º 
del Código de Procedimientos Penales no sólo cambió la forma sino el 
contenido de la norma. Veamos: «La investigación policial previa que se 
hubiera llevado a cabo con intervención del Ministerio Público, constituye 
elemento probatorio que deberá ser apreciado en su oportunidad, por los 
Jueces y Tribunales, conforme a lo dispuesto en el artículo 283º del 
Código». A partir de esta modificatoria, al menos en teoría, las 
investigaciones policiales recogidas a través de los atestados, alcanzaron 
distinta y mayor significación jurídica para los fines de la administración de 
justicia, pues, ya no fueron valorados como simples denuncias sino como 
«elementos probatorios», pero, como dice la norma, siempre y cuando los 
actos de investigación que lo contenían se hubieren llevado a cabo con la 
intervención del representante del Ministerio Público.  
7. ATRIBUCIONES DE LA POLICÍA NACIONAL EN 
NUEVO MODELO PROCESAL PENAL 
Como consecuencia de la vigencia del Código Procesal Penal se han 
levantado algunas voces iracundas e interesadas en mantener el status quo 
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a favor de los mecanismos autoritarios dentro de la investigación del delito 
para los fines de una correcta administración de justicia penal, afirmando 
que los que más ventaja han obtenido con el nuevo instrumento jurídico 
procesal son los delincuentes, quienes luego de ser investigados y ser 
puestos a disposición del fiscal o del juez son liberados por éstos, según 
afirman, en clara muestra de conducta timorata con pausa en nuestras 
reflexiones para poner en evidencia la falaz afirmación y evitar en lo posible 
que siga propagándose semejante despropósito como si fuera una 
verdadera inobjetable.  
Sucede que los vierten semejantes afirmación no se atreven a explicar 
–por conveniencia más que por ignorancia –las razones por las cuales los 
sujetos que son detenidos por la policía son puestos en libertad. Las 
personas que despotrican del Código Procesal Penal no pueden entender 
que los órganos encargados de investigar y combatir la delincuencia por 
mandato de la Construcción Política no precisan valerse de métodos ilegales 
o vedados para investigar las conductas delictivas y luego, si fuera el caso, 
sancionar al responsable de haber cometido un delito. Esos críticos no 
pueden entender que la medida coercitiva de detención que ha reconocido 
primero la Constitución Política y luego el Código Procesal Penal es de 
carácter excepcional, de última ratio, no es la regla a ser usada 
cotidianamente en la investigación y represión del delito sino un mecanismo 
procesal de carácter excepcionalísimo que se concretiza sólo cuando sea de 
urgente necesidad dentro del proceso penal, en las condiciones que la ley no 
permita y solamente cuando no exista otro medio de similar eficacia para 
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que se pueda lograr el objeto procesal trazado. Por eso, como bien afirma 
Gómez Colomer «el Estado no puede reaccionar contra el delito igualándose 
al delincuente, incluso tan bárbaramente como él, sino  mediante un juicio 
debido, ordenado, objetivo, imparcial y justo»15. 
El Código Procesal Penal como toda norma legal, que es creación 
humana, presenta vacíos y defectos que serán superados cuando exista 
voluntad política a partir de la práctica fiscal y judicial concreta, sobre la base 
de lo experimentado en la realidad y no en el escritorio de los funcionarios 
con poder de decisión ni en la butaca de los empresarios: Las 
modificaciones legislativas sólo serán válidas si se realizan tomando como 
escudo normativo a la Constitución Política y al marco jurídico internacional 
asimilado como legislación nacional en el extremo referido a la defensa de 
los derechos fundamentales de la persona (imputados y agraviados). Sin 
embargo, en una sociedad con tantas desigualdades como la muestra, en el 
futuro pueden producirse cambios como el que ha ocurrido con la 
promulgación de la Ley Nº 29472 que regula la intervención de las Fuerzas 
Armadas y de la Policía Nacional del Perú en el levantamiento de cadáveres 
en zonas declaradas en estado de emergencia, con la incorporación de un 
tercer párrafo en el artículo 239º del Código Procesal Penal de 1991 y de un 
párrafo al final del numeral 2 del artículo 195 del Código Procesal Penal de 
2004, del que nos ocuparemos más adelante.  
El policía en su función de investigador del hecho delictivo está 
autorizado para realizar los actos de investigación tendientes al urgente 
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 Gómez Colomer, Juan Luís. “El proceso Penal en el Estado de Derecho”; Palestra Editores, primera 
edición julio de 1999. Lima Perú.  
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esclarecimiento de los hechos, inclusive por iniciativa propia. El legislador ha 
determinado que al tomar conocimiento de la materialización de un hecho 
delictivo debe dar cuenta de inmediato al fiscal, sin perjuicio de realizar las 
diligencias de urgencia y las que sean imprescindibles para impedir sus 
consecuencias, individualizar a sus autores y participes, reunir y asegurar los 
elementos de prueba que puedan servir para la aplicación de la ley penal. 
Similar función desarrollará el personal policial cuando se trate de delitos 
dependientes de instancia privada o que se encuentren sujetos al ejercicio 
privado de la acción penal (artículo 67º).  
Corresponde a los policías, abogados defensores, fiscales y jueces 
honestos hacer frente a los mensajes distorsionados sobre los efectivos 
roles constitucionales y legales de las instituciones involucradas en la 
represión del delito; cada uno de ellos no pueden hacer su propio camino, y 
menos si es antagónico al del otro; les corresponde a cada uno de ellos 
cumplir con sus roles constitucionales para que la sociedad pueda encontrar 
satisfacciones en la administración de justicia penal. Policías, fiscales, 
jueces y abogados tienen la obligación de encaminar sus actividades con 
lealtad, para que cada uno de ellos cumpla sus atribuciones son 
contratiempo alguno.  
Pues bien, para los fines de la investigación del delito el artículo 68º del 
Código Procesal Penal ha establecido las siguientes atribuciones de la 
Policía Nacional:  
a) Recibir las denuncias escritas o sentar el acta de las verbales, 
así como tomar declaraciones a los denunciantes.  
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b) Vigilar y proteger el lugar de los hechos a fin de que no sean 
borrados los vestigios y huellas del delito.  
c) Practicar el registro de las personas, así como prestar el auxilio 
que requieran las víctimas del delito.  
d) Recoger y conservar los objetos e instrumentos relacionados con 
el delito, así como todo elemento material que pueda servir a la 
investigación.  
e) Practicar las diligencias orientadas a la identificación física de los 
autores y partícipes del delito.  
f) Recibir las declaraciones de quienes hayan presenciado la 
comisión de los hechos.  
g) Levantar planos, tomar fotografías, realizar grabaciones en vídeo y 
demás operaciones técnicas o científicas.  
h) Capturar a los presuntos autores y partícipes en caso de 
flagrancia, informándoles de inmediato sobre sus derechos.  
i) Asegurar los documentos privados que puedan servir a la 
investigación. En este caso, de ser posible en función a su 
cantidad, los podrá rápidamente a disposición del fiscal para los 
fines consiguientes quien los remitirá para su examen al juez de la 
investigación preparatoria. De no ser posible, dará cuenta de dicha 
documentación describiéndola concisamente. El juez de la 
Investigación preparatoria decidirá inmediatamente o, si lo 
considera conveniente, antes de hacerlo, se constituirá al lugar 
donde se encuentran los documentos inmovilizados para 
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apreciarlos directamente. Si el juez estima legitima la 
inmovilización, la aprobará judicialmente y dispondrá su 
conversación en incautación, poniéndolas a disposición del 
Ministerio Público. De igual manera se procederá respecto de los 
libros, comprobantes y documentos contables administrativos.  
j) Allanar locales de uso público o abierto al público.  
k) Efectuar, bajo inventario, los secuestros e incautaciones 
necesarios en los casos de delitos flagrantes o de peligro 
inminente de su perpetración.  
l) Recibir la manifestación de los presuntos autores o partícipes de 
delitos, con presencia obligatoria de su abogado defensor; si éste 
no se hallare presente, el interrogatorio se limitará a constatar la 
identidad de aquéllos.  
m) Reunir cuanta información adicional de urgencia permita la 
criminalística para ponerla a disposición del fiscal.  
n) Las demás diligencias y procedimientos de investigación 
necesarios para el mejor esclarecimiento de los hechos 
investigados.  
Señala el Código Procesal que de todas las diligencias antes 
especificadas, la policía sentará actas detalladas las que entregará al fiscal. 
Debiendo respetar las formalidades previstas para la investigación. El 
Código autoriza al fiscal para que durante la investigación preparatoria 
pueda disponer la conveniente en relación al ejercicio de las atribuciones 
reconocidas a la policía (art. 68.2). En relación al imputado y a su abogado 
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defensor establece que podrán tomar conocimiento de las diligencias 
practicadas por la policía y tendrán acceso a las investigaciones realizadas. 
Por último, autoriza al fiscal provincial a decretar – de ser el caso –el secreto 
de las investigaciones por un plazo prudencial que necesariamente cesará 
antes de la culminación de las mismas (artículo 68º.3). 
7.1. EL CONTROL DE IDENTIDAD POLICIAL  
Una de las atribuciones otorgados por el legislador a la Policía 
Nacional que ha despertado comentarios encontrados, poco pacíficos, ha 
sido sin lugar a dudas el control de identidad, la haberse establecido que la 
policía en el marco de sus funciones y «sin necesidad de orden del Fiscal o 
del Juez» está autorizado a requerir la identificación de cualquier persona y 
que podrá realizar las comprobaciones pertinentes «en la vía pública o en el 
lugar donde se hubiere hecho el requerimiento».  
Esas comprobaciones a llevarse a cabo por el personal policial están 
referidas directamente al control de identidad de la persona intervenida. 
Pues bien, para nadie es desconocido que la Policía Nacional a lo largo de 
su existencia institucional ha venido realizando esta labor en las 
oportunidades que han creído conveniente, hasta contra la voluntad de los 
afectados, sin que nadie –Defensoría del Pueblo y Ministerio Público 
incluidos –haya objetado oficialmente este proceder.  
La policía nos tiene acostumbrados a realizar este tipo de diligencias, a 
solicitar el DNI en lugares públicos, en vehículos de transporte de pasajeros, 
en los centros deportivos u otros lugares de esparcimiento, etc. La policía en 
cumplimiento de sus atribuciones constitucionales referidas a la 
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investigación y represión del delito, en resguardo de la seguridad y paz 
social, ha venido realizando operativos en la vía pública, unas veces con 
conocimiento e intervención de un representante del Ministerio Público y 
otras sin contar con la participación del fiscal. Además, este tipo de 
intervenciones que ha venido realizando las ha calificado como operativos, 
sean éstos «programados» o «inopinados», los primeros previamente 
coordinados con el representante del Ministerio Público, y, los segundos 
generalmente sólo con la participación de los efectivos policiales.  
7.2. CONTROLES POLICIALES PÚBLICOS EN DELITOS GRAVES 
Al igual que en el control de identidad, las atribuciones que el artículo 
206º del Código Procesal Penal otorga la Policía Nacional, ésta la ha venido 
desarrollando a lo largo de su existencia institucional en las oportunidades 
que han creído conveniente, con o sin la participación del Ministerio Público. 
Lo que ha hecho el legislador es incorporarlo normativamente al Código de 
tal manera que el desarrollo de la función policial en ese aspecto no sea 
legalmente cuestionado. Pero, al igual que en el control de identidad el 
denominado control policial público de delitos graves puede ser usado en 
forma indebida especialmente cuando se produzcan actos de masa 
contrarios al gobierno de turno; reclamos de carácter económico y político 
contra los que ejercen el control del Estado.  
Con esos positivos antecedentes en la represión del delito el legislador 
nacional ha decidido que en las investigaciones por delitos violentos, graves 
o contra organizaciones delictivas, el fiscal, por propia iniciativa o a pedido 
de la policía, y sin conocimiento del afectado, puede ordenar:  
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a. Realizar tomas fotográficas y registro de imágenes; en este caso 
las tomas fotográficas y el registro de imágenes no sólo 
realizarán a la persona del imputado, también podrá ser dirigida 
contra otras personas si la investigación de las circunstancias del 
hecho investigado se vieran, de otra forma, esencialmente 
dificultadas o, de no hacerlo, resultaren relevantemente menos 
provechosas.  
b. Utilizar otros medios técnicos especiales determinados con 
finalidades de observación o para la investigación del lugar de 
residencia del investigado. Estos medios técnicos de 
investigación –dice el legislador –se dispondrán cuando resulten 
indispensables para cumplir los fines de esclarecimiento o 
cuando la investigación resultare menos provechosas o se vería 
seriamente dificultada por otros medios; en este caso también se 
podrá dirigir contra otras personas cuando, en base a 
determinados hechos, se debe considerar que están en conexión 
con el investigado o cuando resulte indispensable para cumplir la 
finalidad de la investigación, sin cuya realización se podría 
frustrar dicha diligencia o su esclarecimiento pueda verse 
esencialmente agravado.  
Válidamente realizada, para lo que ha de cumplir con los presupuestos 
previstos en el ordenamiento jurídico. Por el contrario, si arbitrariamente 
miembros de la Policía Nacional realizan vigilancia domiciliaria injustificada o 
seguimiento a una persona por motivos ajenos al esclarecimiento de un 
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hecho delictivo o fundado en un requerimiento judicial, su acción estará 
comprendida en los supuestos proscritos por la Constitución y el 
ordenamiento jurídico legal. 
7.3. CADENA DE CUSTODIA. 
La cadena de custodia es la aplicación de un conjunto de reglas 
y métodos con la finalidad de asegurar, embalar y proteger cada elemento 
probatorio hallado en el lugar de los hechos, para evitar su alteración, 
suplantación, destrucción, contaminación, lo que afectaría seriamente la 
investigación de los hechos ilícitos suscitados. De misma forma podemos 
citar al autor Federico Ocampos, que brinda una definición muy clara acerca 
de la cadena de custodia de la evidencia, que dice así: "… es el conjunto de 
etapas o eslabones desarrollados en forma legítima y científica durante la 
investigación judicial, con el fin de: 
a) Evitar la alteración y/o destrucción de los indicios materiales al 
momento o después de su recopilación, y 
b) Dar garantía científica plena de que lo analizado en 
el laboratorio forense o presentado en el juicio, es lo mismo recabado o 
decomisado en el propio escenario del delito o en otro lugar relacionado con 
el hecho". 
En el mismo sentido el autor Jorge Badilla, define de la siguiente manera 
a la cadena de custodia: "… es el procedimiento de control que se aplica al 
indicio material relacionado con el delito, desde su localización por parte de 
una autoridad, hasta que ha sido valorado por los órganos de 
administrar justicia y deja de ser útil al proceso, y que tiene como fin no viciar 
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el manejo de que él se haga para evitar alteraciones, daños, sustitución, 
contaminación, destrucción, o cualquier acción que varíe su significado 
original. En resumen la cadena de custodia implica: Extracción adecuada de 
la prueba: El procedimiento e instrumentos por utilizar deben ser los idóneos, 
válidos y recomendados. Preservación: El medio en que es colocado debe 
asegurar que sus propiedades no se alteren, ya sea por circunstancias 
naturales o artificiales. Individualización: Debe garantizarse que el indicio 
este individualizado y registrado debidamente, de manera que no se 
produzca su combinación o confusión con otros del mismo u otro caso. Si es 
factible marcarla para su identificación, deberá hacerse constar la señal o 
marca que puso. Transporte apropiado: La calidad del transporte debe 
salvaguardar su integridad de manera que no sufra daños o alteraciones, ya 
sea por el movimiento o cambios en el medio ambiente. Entrega controlada: 
Debe hacerse constar quién la encontró, quién la recolectó, dónde y que 
circunstancias. La posesión del indicio debe estar a cargo de personas 
autorizadas y con capacidad técnica para manipularla sin causar alteración o 
destrucción. 
Su propósito es asegurar en el tiempo para poder garantizar la 
originalidad de las evidencias hallado en el lugar de los hechos así 
garantizar su actuación en el proceso penal. Por otro lado se dice "la cadena 
de custodia es un procedimiento establecido por la normatividad jurídica, que 
tiene el propósito de garantizar la integridad, conservación e inalterabilidad 
de elementos materiales de prueba como documentos, muestras (orgánicas 
e inorgánicas), armas de fuego, proyectiles, vainillas, armas blancas, 
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estupefacientes y sus derivados, etc.; entregados a los laboratorios 
criminalísticos o forenses por la autoridad competente a fin de analizar y 
obtener, por parte de los expertos, técnicos o científicos, 
un concepto pericial". 
8. LA DETENCIÓN POLICIAL Y EL ARRESTO 
CIUDADANO COMO MEDIDAS DE COERCIÓN 
PERSONAL EN EL NCPP DE 2004 
La detención, en un sentido general, es una medida cautelar a la 
libertad, que tiene toda persona16. En el actual Código Procesal Penal, las 
medidas de coerción procesal se encuentran debidamente señaladas y 
pueden incidir sobre derechos personales o derechos de carácter patrimonial 
o real del imputado; por lo que siendo así, estos se clasifican en medidas de 
coerción personales y medidas de coerción reales. Dentro de las primeras, 
se encuentran la detención policial y el arresto ciudadano, junto a la prisión 
preventiva, la comparecencia, la internación preventiva, el impedimento de 
salida y la suspensión preventiva de derechos; mientras que dentro de las 
segundas, se encuentran el embargo, la orden de inhibición, el desalojo 
preventivo, medidas anticipadas, medidas preventivas contra personas 
jurídicas, pensión anticipada de alimentos y la incautación.  
Las medidas de coerción personal tienen como núcleo central, la 
libertad personal, el mismo que uno de los derechos fundamentales de 
mayor valor después de la vida, el cual se encuentra consagrado en el inciso 
24 del artículo 2 de la Constitución Política del Estado; por lo que merece 
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 Ortells Ramos, Manuel. “Exclusividad jurisdiccional para la restricción de derechos fundamentales 
y ámbitos vedados a la injerencia jurisdiccional”. En: Medidas restrictivas de derechos fundamentales. 
Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 1996.  
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garantizar su eficaz protección. Así también lo ha dejado  establecido el 
Guardián de la Constitución y de los Derechos Humanos, en la sentencia, 
Exp. Nº 6201-2007-PH/TC.  
Ramos Méndez, citado por Sánchez Velarde17, al respecto ha indicado 
que lo único que autoriza la medida cautelar de tipo personal es la 
“necesidad de garantizar la sujeción de una persona al proceso penal”. 
Agrega que “en la medida en que esa disponibilidad sea obvia, la medida 
cautelar carece de razón de ser, ya que toda medida cautelar anticipa en 
cierta medida los efectos de ejecución y hay que proceder con suma cautela 
en su aplicación. Si además se tiene en cuenta que la pena principal en el 
proceso penal es la privación de la libertad, cualquier fórmula anticipatorio 
corre el riesgo de convertirse asimismo en pena anticipada. El riesgo lo 
asume necesariamente el sistema de medidas cautelares en el proceso 
penal, pero estableciendo requisitos que hay que respetar 
escrupulosamente”.  
Conforme lo sostiene el profesor Oré Guardia18, el proceso penal tiene 
por finalidad descubrir la verdad concreta y aplicar la ley penal tiene por 
finalidad descubrir la verdad concreta y aplicar la ley penal sustantiva; por lo 
que es necesario algunas veces para evitar que el proceso se vea 
obstaculizado por actos realizados por el propio investigado, y otras veces 
huir de la justicia para no ser juzgado oportunamente. Así lo ha prescrito el 
inciso 3º del artículo 253º del Código Procesal Penal del 2004, cuando dice 
que “la restricción de un derecho fundamental solo tendrá lugar cuando fuere 
                                                 
17
 Sánchez Velarde, Pablo. El nuevo proceso penal. Idemsa, Lima, 2004.  
18
 Oré Guardia, Arsenio. Manual de Derecho Procesal Penal. 2ª edición, Alternativas, Lima, 1999.  
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indispensable, en la medida y por el tiempo estrictamente necesario, para 
prevenir, según los casos, los riesgos de fuga, de ocultamiento de bienes o 
de insolvencia sobrevenida, así como para impedir la obstaculización de la 
averiguación de la verdad y evitar el peligro de reiteración delictiva”.  
Para la adopción de las medidas de coerción personal, dos son los 
presupuestos que la doctrina reconoce:  
A) El fumus bonis iuris o apariencia de buen derecho 
Que es la razonada atribución del hecho punible a una persona y se 
debe de sustentar en suficientes elementos de convicción. Es la vinculación 
que se le hace a una persona con respecto aun hecho delictivo; es la 
imputación misma de un delito o juicio de probabilidad sobre la 
responsabilidad penal del sujeto pasivo de la medida, el cual ha de fundarse 
en los resultados de los actos de investigación del procedimiento preliminar 
o de la actividad policial previa19. 
B) El periculum in mora o peligro en la demora 
Implica la necesidad de conjugar los riesgos que amenazan la duración 
del proceso principal, de modo que existe peligro de inejecución o de 
inefectividad de la sentencia estimatori y que radica en el peligro procesal, 
esto es la fuga del procesado, ocultación personal, entorpecimiento de la 
prueba, ocultamiento de sus bienes, etc.  
La naturaleza de la coerción personal es de orden cautelar, en tanto 
sirve para asegurar la presencia del imputado al proceso. En cuanto a su 
finalidad, existen dos tendencias. La primera, las denominadas medidas de 
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 Rosas Yataci, Jorge. Tratado de Derecho Procesal Penal. Volumen I, Pacífico Editores, Lima, 2013.  
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protección provisional, expuestas entre otros, por el profesor César San 
Martín Castro, para quien estas tienen por finalidad evitar determinadas 
actuaciones perjudiciales que el imputado podría realizar durante el 
transcurso del proceso de declaración20.  
La segunda postura, considera que las medidas de coerción personal 
tienen por finalidad asegurar la presencia del imputado al proceso cuando de 
por medio exista peligro procesal, esto es, cuando de por medio exista 
riesgo de fuga o de obstrucción a la actividad probatoria. Esta última postura 
es la asumida por Florencio Mixán Mass, Alberto Binder, entre otros. Así, 
también el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el expediente 
Nº 2342-2005-PH/TC (Caso Rosa María Contreras Serrano, f.j. 7; publicada 
el 15 de agosto de 2005).  
La medida de coerción personal, al limitar un derecho fundamenta 
como es l libertad, su aplicación normativa y jurisdiccional está protegida por 
principios como: 
a) Proporcionalidad.- Equivalencia entre la intensidad de la 
medida de coerción y la magnitud del peligro procesal.  
b) Necesidad.- Solo se impondrán en la medida que sean 
estrictamente necesarias para los fines del proceso, lo 
cual armoniza con la Constitución en cuanto este tutela la 
presunción de inocencia (literal e, inciso 24, artículo 2) y 
con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
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 San Martín Castro, César. Derecho Procesal Penal. Tomo II, 2ª edición, Lima, 2003.  
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que en el inciso 2 del artículo 9 establece que la libertad 
es la regla y la detención es la excepción.  
c) Legalidad.- Tiene sustento constitucional en el literal b del 
numeral 24 del artículo 2, conforme al cual no está 
permitida “forma alguna de restricción de la libertad 
personal, salvo en los casos previstos por la ley”, esto es, 
orden judicial o flagrancia delictiva.  
d) Provisionalidad.- Se cumplen por determinados plazo, de 
modo que su permanencia o modificación estará siempre 
en función de la estabilidad o el cambio de los 
presupuestos que hicieron posible su adopción inicial, 
conforme a lo sostenido por el Prof. César San Martín 
Castro.  
9.  LA DETENCIÓN POLICIAL EN FLAGRANCIA  
La Constitución Política del Perú, habilita a la Policía Nacional como la 
única autoridad que puede detener a una persona, solo en flagrancia 
delictiva. También se puede detener a un persona por mandamiento escrito 
y motivado del juez, así le encontramos prescrito en el apartado f del inciso 
24º del artículo 2º. En nuestro ordenamiento procesal penal vigente, se 
encuentra regulado en el artículo 259º. El Alonso Peña Cabrera21 ha 
sostenido que la detención de un individuo, supone una grave afectación a la 
libertad personal, impidiendo su capacidad de locomoción y su 
desplazamiento de un lugar a otro. La detención se comprende en la última 
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 Peña Cabrera, Alonso Raúl. Exégesis. Nuevo Código Procesal Penal. Tomo II, Rodhas, Lima, 2006.  
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de las clasificaciones, pues, importa una injerencia directa a la esfera de 
libertad de un ciudadano, por parte de las agencias de persecución penal.  
9.1. CRITERIOS DE FLAGRANCIA  
a) Flagrancia estricta.- Cuando el sujeto es sorprendido en el 
mismo momento de estar ejecutando el delito.  
b) Cuasiflagrancia.- Cuando ya se ha ejecutado el delito, pero el 
autor es detenido poco después, toda vez que no se le perdió 
de vista desde que ejecutó el hecho delictuoso, o por la 
utilización medio audiovisual o análoga que haya registrado 
imágenes.  
c) Presunción de flagrancia.- Cuando solo hay indicios 
razonables que permiten pensar que es el autor del delito, vr. 
gr. el autor es sorprendido con objetos o huellas que 
evidencien su comisión, quién debe ser encontrado dentro de 
las 24 horas después de la perpetración del delito.  
El Tribunal Constitucional no comparte este tipo de flagrancia debe 
existir inmediatez temporal, -el tiempo que transcurre entre la consumación 
del delito y el “descubrir” o “sorprender” al supuesto autor debe ser muy 
corto –post factum immediato-, pues solo así se descarta la duda respecto a 
la relación entre los hechos cometidos y la atribución de ellos a la persona, 
pero –sobre todo –de evitar una detención por sospecha. Así lo ha dejado 
sentado en la sentencia recaída en el expediente Nº 6142-2006-HC/TC –
Caso James Rodríguez Aguirre –que en el fundamento jurídico 6; indica que 
para capturar a una persona luego de 10  horas de sucedidos los hechos no 
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cumple con el requisito de inmediatez temporal exigido para considerar 
legítima la detención por flagrancia. 
Con respecto a la inmediatez personal, esto es, a la determinación que 
si la flagrancia procede cuando el sujeto se encuentra en el lugar de los 
hechos o en las inmediaciones del mismo, el Tribunal Constitucional tiene 
opiniones diversas. Así, por ejemplo, en el Exp. Nº 828-2003-HC/TC –Caso 
Frida Anita Díaz –admitió ambos supuestos: “inmediatez personal, es decir, 
el delincuente se encuentre en el lugar de los hechos o muy próximo a ellos” 
(fundamento jurídico 2). Mientras que en el Exp. Nº 6142-2006-HC/TC- Caso 
James Rodríguez Aguirre-, fundamento jurídico 4, solamente admitió la 
posibilidad de que el sujeto se encuentre en el lugar de los hechos, así se 
expuso: “inmediatez personal, es decir, que el presunto delincuente se 
encuentre en el lugar de los hechos, en el momento de la comisión del delito, 
y esté relacionado con el objeto o los instrumentos del delito”.  
9.2.  PLAZO 
De conformidad con el apartado f del inciso 24º del artículo 2º de la 
Carta Magna, el plazo máximo dentro del cual el detenido debe ser puesto a 
disposición del juzgado respectivo, es dentro de las 24 horas o en el término 
de la distancia. Existiendo una excepción si se trata de casos de terrorismo, 
espionaje y tráfico ilícito de drogas, en tales casos dicho plazo es de 15 días; 
sin que ello signifique que se esté dando un “cheque en blanco” a la 
autoridad policial que puedan llevar a excesos, toda vez que en estos casos 
también es necesario que exista una orden judicial o flagrancia delictiva de 
los presuntos implicados, máxime si se trata de una norma restrictiva de 
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derechos y de excepción al plazo de 24 horas. Nuestro maestro Pablo 
Sánchez Velarde señala que: “La excepción es en relación al plazo de 
duración de la detención, mas no así en cuanto a la forma prevista en el 
primer párrafo del artículo y que constituye la norma general. Es decir, la 
detención autónoma de la policía solo procederá en caso de flagrancia, cuya 
duración se extenderá hasta quince días naturales”22. 
De similar opinión es Francisco Eguiguren Praeli, quien coincide en 
que: “La excepción se refiere exclusivamente al término de duración de la 
detención (hasta 15 días) pero no a que se contemplen o admitan causales 
distintas al mandato judicial o al flagrante delito, como fundamento 
habilitante de tales detenciones”23 . La garantía de temporalidad de la 
detención pone límite a la detención. Su inobservancia, conforme lo ha 
establecido el Tribunal Constitucional motiva que la detención se convierte 
en ilegítima e inconstitucional, pudiendo recurrir el agraviado a la acción de 
garantía constitucional del hábeas corpus.  
En reciente sentencia, la cual tiene el carácter de precedente 
vinculante, el Tribunal Constitucional24 ha diferenciado el “plazo 
estrictamente necesario” de la detención preliminar. En cuanto al primero, 
afirma que es el que la Constitución establece como “máximo, de carácter 
absoluto, cuyo cómputo es inequívoco y simple, como el límite del límite 
temporal prescrito con carácter general”; es decir, es el “plazo máximo”.  
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 Sánchez Velarde, Pablo. Comentarios al Código Procesal Penal. Idemsa, Lima, 1994.  
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 Eguiguren Praeli, Francisco. “Libertad personal, detención arbitraria y hábeas corpus: Las 
novedades de la Constitución de 1993”. En: La Constitución de 1993-Análisis y comentarios II. Serie 
lecturas sobre temas constitucionales II. CAJ. Lima, 1995.  
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 Exp. Nº 06423-2007-HC/TC. Caso Alí Ruiz Dianderas.  
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En cuanto al “plazo estrictamente necesario de la detención”, esto es el 
“límite máximo” el defensor de los derechos fundamentales precisa: “Este 
actúa solamente como un plazo máximo y de carácter absoluto, pero no 
impide que puedan calificarse como arbitrarias aquellas privaciones de la 
libertad que, aun sin rebasar dicho plazo, sobrepasan el plazo estrictamente 
necesario o límite máximo para realizar determinadas actuaciones o 
diligencias. En tales casos, opera una restricción a la libertad personal que la 
norma constitucional no permite. Un claro ejemplo de ello es la prolongación 
injustificada de la privación de la libertad personal en aquellos casos en que 
se requiere solamente de actuaciones de mero trámite, o que las diligencias 
ya han culminado, o de que manera injustificada no se han realizado en su 
debida oportunidad, esperando efectuarlas ad portas de vencerse o incluso 
ya vencido el plazo preestablecido.  
Sobre esta base, este Tribunal Constitucional puntualiza que la 
observación de la detención por un plazo estrictamente necesario no es una 
mera recomendación, sino un mandato cuyo incumplimiento tiene enorme 
trascendencia al incidir en la libertad personal que es presupuesto de otras 
libertades y derechos fundamentales. Y es que, no cabe duda, resulta lesivo 
al derecho fundamental a la libertad personal, sea que ha transcurrido el 
plazo establecido para la detención, o porque, estando dentro de dicho 








LA POLICÍA NACIONAL Y EL MINISTERIO 
PÚBLICO EN LA INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA 
 
1. EL FISCAL Y LA INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA  
La investigación preparatoria es un acto no jurisdiccional y unilateral 
del titular de la acción penal, en este caso del Fiscal que determina el inicio 
de una investigación formal contra determinada persona, cumpliendo una 
función de garantía, puesto que permite al imputado un conocimiento cierto 
de la imputación y comienza, inevitablemente, la actividad de su defensa. 
Esta actividad la desarrolla en estrecha participación de la Policía Nacional.  
En el nuevo Código Procesal Penal, el Fiscal tiene, ante el 
conocimiento de la noticia criminal, varias posibilidades de actuación:  
a) Investigar por sí mismo, que implicaría realizar algunas diligencias de 
indagación en su Despacho. 
b) Requerir a la policía para que realice las diligencias preliminares bajo 
su dirección. En ese caso se elaborará un informe policial.  
Efectuadas las diligencias preliminares, el fiscal evaluará los requisitos 
de procesabilidad, siendo posible que adopte las siguientes 
determinaciones:  
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 Si el hecho denunciado no es delito, no es-justiciable 
penalmente, o existen causa de extinción de la acción penal, 
declarará que no procede formalizar investigación y dispondrá 
el archivo de lo actuado. 
 Si no se ha individualizado o identificado a los presuntos 
autores o partícipes, ordenará la intervención de la policía para 
dicho fin.  
 Si falta un requisito de procedibilidad que depende del 
denunciante, reservará la investigación provisionalmente. Si el 
agraviado o denunciante no está de acuerdo con la decisión 
del Fiscal de archivar las actuaciones o reservarlas 
provisionalmente, requerirá al Fiscal para que en el plazo de 
cinco días eleve las actuaciones al Fiscal Superior. 
 Si, de acuerdo con el artículo 336º del nuevo Código Procesal 
Penal, el Fiscal tiene indicios reveladores de la existencia del 
delito, la acción no ha prescrito, se ha individualizado al 
imputado, y se ha satisfecho los requisitos de procedibilidad en 
los casos que lo requiera, dispondrá la formalización de la 
investigación preparatoria.  
La formalización de la investigación constituye un acto de promoción o 
de impulso de la investigación preparatoria, que contiene la imputación, pero 
no la pretensión punitiva, pues, ésta recién se plantea en la acusación con 
un suficiente caudal probatorio. La imputación es la atribución de la comisión 
del hecho que la ley penal califica como delito a una o varias personas. Debe 
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precisar los hechos, debe contener todo aquello que constituye delito, sin 
recortes ni limitaciones y sin omitir a ninguno de los autores o partícipes.  
El nuevo Código Procesal Penal establece que la disposición del Fiscal 
de formalización de la investigación debe contener: 
a) La individualización o identificación del imputado. 
b) La exposición de los hechos: la secuencia como se ha realizado el 
hecho delictivo (preparación, ejecución y sus resultados), es decir, 
todo lo que se conozca sobre el delito y sus consecuencias, así 
como la imputación asertiva, no condicional o condicionada.  
c) Tipificación del delito. Este presupuesto en la denuncia penal es 
de suma importancia ya que el Fiscal califica jurídicamente los 
hechos, encuadrando la conducta en el tipo penal 
correspondiente. Lo novedoso en el nuevo Código Procesal Penal 
es la posibilidad de consignar tipificaciones alternativas. Esta labor 
de tipificación determina la exigencia de consignar la disposición 
legal aplicable.  
d) La individualización del agraviado, si fuera posible. 
e) Las diligencias que de inmediato deben actuarse. 
La investigación es la primera etapa del proceso y está dirigida a reunir 
los elementos de convicción necesarios para establecer la existencia del 
delito u la responsabilidad. Esta labor regularmente se la encomienda a la 
Policía Nacional. Es la etapa de preparación para el ejercicio de la acción 
penal. Se caracteriza principalmente por la búsqueda de evidencia y la 
preparación de medios de prueba de cargo y de descargo. En el 
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juzgamiento, en cambio, predomina la actividad de control, debate y 
valoración. Los colombianos Cadavid Botero y Bedoya Sierra sostienen que 
es una fase de fortalecimiento compuesta de una sucesión de actos que se 
despliegan con el fin de recaudar los elementos de convicción requeridos 
para que el juez de conocimiento someta a valoración las pruebas y 
determine el grado de responsabilidad del procesado.  
La formalización de la investigación constituye un acto de promoción o 
de impulso de la investigación preparatoria, que contiene la imputación, pero 
no la pretensión punitiva, pues, ésta recién se plantea en la acusación con 
un suficiente caudal probatorio. La imputación es la atribución de la comisión 
del hecho que la ley penal califica como delito a una o varias personas. Debe 
precisar los hechos, debe contener todo aquello que constituye delito, sin 
recortes ni limitaciones y sin omitir a ninguno de los autores o partícipes.  
La formalización de la investigación preparatoria efectuada por el Fiscal 
tiene dos efectos fundamentales:  
a) Comienza a computarse el plazo de investigación preparatoria.  
b) Suspender el curso de la prescripción de la acción penal. En una 
interpretación sistemática, se trataría más bien de una interrupción 
de la prescripción, tomando en consideración lo regulado por el 
artículo 83º primer párrafo del Código Penal que establece: «La 
prescripción de la acción se interrumpe por las actuaciones del 
Ministerio  Público o de las autoridades judiciales, quedando sin 
efecto el tiempo transcurrido». Sin embargo, mediante el Acuerdo 
Plenario Nº 1-2010, se establece como una causa sui generis de 
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suspensión que el plazo de prescripción deje de correr desde este 
acto procesal hasta que se obtenga una sentencia o resolución 
firme que pongan fin al proceso, siendo el sustento para una 
interpretación de esta naturaleza darle eficacia a la persecución 
penal.  
c) Necesaria intervención de la autoridad judicial. Corresponde 
comunicar de esta disposición al Juez de la Investigación 
Preparatoria, que constituye un Juez de garantía y cumple la función 
de observador imparcial. Solamente actuará en caso de que se 
estén afectando las garantías fundamentales de los intervinientes. 
No tiene, en cambio, ninguna potestad de juzgar o expedir 
sentencia, salvo en el proceso de Terminación Anticipada. 
La investigación es la primera etapa del proceso y está dirigida a reunir 
los elementos de convicción necesarios para establecer la existencia del 
delito u la responsabilidad. Es la etapa de preparación para el ejercicio de la 
acción penal. Se caracteriza principalmente por la búsqueda de evidencia y 
la preparación de medios de prueba de cargo y de descargo. En el 
juzgamiento, en cambio, predomina la actividad de control, debate y 
valoración. Los colombianos Cadavid Botero y Bedoya Sierra sostienen que 
es una fase de fortalecimiento compuesta de una sucesión de actos que se 
despliegan con el fin de recaudar los elementos de convicción requeridos 
para que el juez de conocimiento someta a valoración las pruebas y 
determine el grado de responsabilidad del procesado.  
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Eugenio Florián señala: «tiene por objeto recoger el material para 
determinar, por lo menos aproximadamente, si el hecho delictivo se ha 
cometido, quién es el autor y cuál su culpabilidad. Esta fase se desenvuelve 
con una serie de actos que se acumulan o se subsiguen a intervalos y está 
caracterizada por el método del análisis». 
Manzini, desde una concepción publicista del proceso penal, la define 
como el conjunto de actos llevados a cabo por la autoridad judicial o por 
orden de ella, que se dirigen a averiguar por quién y cómo se ha cometido 
un determinado delito y adquirir cualquier otro elemento necesario para la 
comprobación de la verdad, y se lleva a cabo antes del debate. Este el 
concepto que correspondería a la instrucción en el sistema procesal que 
abandonamos, que confundía las funciones de investigación con las 
jurisprudenciales. 
2.  CARACTERÍSTICAS DE LA INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA 
La investigación preparatoria reviste las siguientes características 
esenciales: 
2.1. ES CONDUCIDA POR EL FISCAL  
Siendo el Fiscal es el titular de la carga de la prueba, le corresponde 
conducir esta etapa, puesto que, debe indicar el hecho de suministrar sus 
evidencias que permitan destruir la presunción de inocencia. Esta 
característica corresponde al sistema acusatorio. El Fiscal dispone de la 
actuación de diligencias conducentes a esclarecer los hechos por si mismo o 
a través de la policía. Además, puede requerir el apoyo técnico y de otras 
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autoridades o funcionarios. Nuestro Tribunal Constitucional ha establecido, 
como límite, que la actuación fiscal se rige por un principio de proscripción 
de la arbitrariedad, es decir, que no se realice fuera de los parámetros 
establecidos en la Ley, esto es, de modo desproporcionado. 
La actuación del Fiscal también está guiada por su deber de objetividad 
que se consagra en el Título Preliminar del Nuevo Código Procesal Penal, y 
que en términos prácticos se traduce en tener en cuenta la evidencia de 
descargo para construir, corroborar o descartar sus hipótesis, o el 
descubrimiento que haga sobre ella en el momento que considere 
pertinente. 
2.2. ES DE CARÁCTER RESERVADO 
Sólo quienes intervinieron en el proceso pueden conocer todo lo que 
ocurre en la investigación, pero no los extraños. Existe en este punto un 
avance importante en el nuevo Código Procesal Penal, que se inspira en el 
principio de «igualdad de armas». Se permite que en cualquier momento las 
partes puedan obtener copia simple de las actuaciones efectuadas para 
efectos de la defensa. La investigación no está al alcance de todos, puesto 
que, la publicidad podría afectar el éxito de la investigación. Por esa misma 
razón se autoriza al Fiscal a disponer que se mantenga en secreto algún 
documento o actuación por un plazo de veinte días, plazo que puede ser 
prorrogado por el Juez de la Investigación Preparatoria.  
 
2.3.  DETERMINA LA PROBABILIDAD DE LA IMPUTACIÓN  
 82 
En esta etapa no se ejecutan actos de prueba, sino sólo de 
investigación. Estos actos permiten sustentar la imputación y algunas 
decisiones del proceso como la limitación de derecho o medidas de 
protección. No tiene valor para generar certeza o convicción y sustentar una 
sentencia.  
2.4. ESTÁ SUJETA A UN PLAZO DETERMINADO 
1. Procesos que no son complejos. El plazo de la investigación 
preparatoria será de ciento veinte días naturales. Por causas 
justificadas puede prorrogarse hasta por sesenta días, por una 
sola vez. 
2. Procesos que son complejos. Son aquellos que requieren una 
cantidad significativa de actos de investigación o comprendan 
numerosos delitos, pluralidad de imputados o agraviados, que 
involucren a integrantes o colaboradores de bandas u 
organizaciones criminales, o que importen las realización de 
pericias que impliquen la revisión de nutrida técnicas, que 
requieran de la realización de gestiones de carácter procesal 
fuera del país en los que se tuviera que revisar la gestión de 
personas jurídicas o entidades del Estado. El plazo de 
investigación preparatoria será de ocho meses. La prórroga por 
igual plazo deberá concederla el juez.  
 
3.  PARTE OPERATIVA DE LAS DILIGENCIAS DE 
LA AUDIENCIA PRELIMINAR  
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Una novedad del Nuevo Código Procesal Penal es la introducción de la 
oralidad y la contradicción durante la primera fase del proceso mediante la 
realización de audiencias preliminares, que constituyen el escenario para la 
adopción de decisiones judiciales que implican control de ciertos 
presupuestos legales. Éstas serán ordenadas y dirigidas por el Juez de la 
Investigación Preparatoria con la intervención de las partes.  
Oralmente se debatirá y resolverá en ellas los siguientes:  
Medios de defensa, nulidad de transferencias, declinatoria de 
competencia, tutela de derechos del imputado, estado de inimputabilidad, 
anomalía psíquica sobrevenida, reexamen judicial de la incautación postal, 
reexamen judicial de la intervención de comunicaciones telefónicas, prueba 
anticipada, convalidación de la detención preliminar, prisión preventiva, 
prolongación de la prisión preventiva, revocatoria de la comparecencia, 
cesación de la prisión preventiva, internación preventiva, suspensión 
preventiva de derechos y control de plazos.  
La contradicción se observa dentro de las diligencias propias de esta 
fase, puesto que, se permite la asistencia de otros sujetos procesales, a los 
que se permite participación con sus respectivas alegaciones. Tal vez la 
excesiva formalidad que se otorga a estos actos procesales hace que se 
pierda de vista que estas audiencias deben ser bastante sencillas, dinámicas 
y breves. Los jueces de investigación preparatoria asumen un rol de director 
de debates y, realizado el intercambio de información entre los involucrados, 
debe decidir.  
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El juez de la Investigación Preparatoria instala la Audiencia y primero 
concede la palabra a la parte que hizo el requerimiento, a fin de que 
exponga brevemente su petición y sus fundamentos, para luego, dar la 
palabra a la contraparte para que presente sus argumentos; luego, decide en 
el mismo acto o dentro del plazo establecido. El Juez debe cuidar que la 
audiencia no se extienda innecesariamente o que se convierta en una 
anticipación del juicio oral, un minijuicio o prejuicio.  
Uno de los mayores problemas del modelo anterior, era la 
reproducción de las mismas actuaciones o diligencias en las distintas etapas 
del proceso. En el nuevo Código Procesal Penal, las diligencias preliminares 
no pueden repetirse. Sólo procede su ampliación cuado la diligencia 
adolezca de un grave efecto en su actuación o que deba complementarse 
como consecuencia de la incorporación de nuevos elementos.  
Entre las diligencias a realizarse, tenemos las siguientes:  
a) Manifestaciones del imputado, agraviado, testigos y peritos que 
puedan informar o emitir dictámenes sobre los hechos. Su 
concurrencia es obligatoria. Ante la inasistencia injustificada, el 
Fiscal puede disponer su conducción compulsiva.  
b) Requerimiento de informes a particulares o funcionarios 
públicos.  
c) Diligencias que las partes hubieran requerido para el 
esclarecimiento de los hechos. 
Asimismo, se pueden realizar actos especiales de investigación como:  
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a) Circulación o entrega vigilada de bienes delictivos. Consiste 
en permitir que remesas ilícitas o sospechosas de bienes 
delictivos circulen en el territorio o salgan o entren en él sin 
interferencia de la autoridad o sus agentes y bajo vigilancia, con el 
fin de descubrir o identificar a las personas involucradas en la 
comisión de algún delito. 
b) Interceptación o apertura de envíos postales sospechosos de 
contener bienes delictivos. Esta medida, que se considera 
atentatoria de un derecho fundamental, se puede dar en forma 
excepcional, a pedido del Fiscal y por mandato del Juez de la 
Investigación Preparatoria.  
c) Agente encubierto. Es posible este medio especial de 
investigación cuando se trate de delincuencia organizada. Es 
indispensable que el agente sea policía, que se genere 
documentos de identidad y que se registre ante el Fiscal de la 
Nación. Sin embargo, el nuevo Código Procesal Penal prevé la 
figura del “agente especial”, esto es, un ciudadano que se 
encuentra inmerso en la organización y opera para lograr 
evidencia incriminatoria.  
Los bienes delictivos a los que se hace mención corresponden a drogas 
tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas, materias o insumos para 
la elaboración de las mismas, bienes que correspondan a delitos aduaneros, 
provenientes del lavado de activos, entre otros. En estas actuaciones ante el 
Fiscal, es posible la participación de los sujetos procesales que así lo 
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requieran, salvo que perjudiquen el éxito de la investigación o impidan la 
regular y pronta actuación de la misma. 
Tiene el Fiscal, en dichas diligencias, facultades disciplinarias a fin de 
mantener el orden y normal desarrollo del acto procesal. La nueva 
normatividad le otorga facultades de sanción, tales como excluir a las 
personas en cualquier momento o, en casos extremos, utilizar el apoyo de la 
fuerza pública.  
4.  TERMINACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
PREPARATORIA Y ACUSACIÓN DIRECTA  
En el modelo anterior se dejaba a criterio del Juez Penal decidir en qué 
momento estaba terminada la instrucción, siempre y cuando se tuvieran 
elementos suficientes que acreditarán la comisión del delito y la 
responsabilidad de los autores. En el nuevo sistema procesal, la 
investigación es dirigida por el Fiscal, por ello, a él le corresponde darla por 
concluida cuando alcance sus objetivos. 
Sin embargo, si vencidos los plazos el Fiscal no da por concluida la 
investigación preparatoria, las partes pueden solicitar al Juez de la 
Investigación Preparatoria la conclusión. Para tal fin, se efectuará una 
Audiencia de control de Plazos, en la cual se revisará los actuados y se 
escuchará a las partes, para luego decidir si se da por concluida o no esta 
etapa.  
A través de este mecanismo se pretende lograr que no se prolongue 
excesivamente la investigación en detrimento del imputado respecto a su 
derecho a ser juzgado en un plazo razonable y a la transformación de las 
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medidas de cautela en anticipos de condena, así como el que el sistema de 
justicia penal se deslegitime ante la opinión pública. Sin embargo, se 
advierte en la realidad que el cumplimiento de los plazos depende también 
en gran parte de un sistema adecuado de gestión que agilice ciertos trámites 
con el auxilio de la tecnología.  
En el desarrollo de esta Audiencia se advierte diversos problemas, 
entre ellos, si los plazos deben ser observados con rigidez. La Sala Penal 
Suprema en la Casación Nº 02-2008, La Libertad, indicó que se trata de un 
plazo legal (no sujeto a discrecionalidad), previsto tanto para las diligencias 
preliminares como para la investigación preparatoria (en forma 
independiente). El plazo previsto para ésta última se computa desde la 
comunicación que se realiza de la formalización de la investigación al Juez 
de la Investigación Preparatoria, conforme lo prescribe el inciso 2º del 
artículo   143º.  
La acusación directa es un mecanismo de aceleración del proceso que 
permite llevar adelante un proceso común sin tener que realizar una etapa 
de investigación preparatoria. A través de este mecanismo el Fiscal puede 
formular acusación en base a lo actuado en las diligencias preliminares, es 
decir, con el informe policial, puesto que, cuenta con elementos suficientes 
de convicción, además de observar las condiciones de perseguibilidad y 
punibilidad. Dichos elementos son: 
a) El requerimiento acusatorio cumple las funciones de la 
disposición de formalización de la investigación, es decir, 
individualiza al imputado y satisface la imputación clara y precisa 
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de un delito; además, establece la suficiencia probatoria, 
determina la cuantía de la pena y la reparación civil, y ofrece los 
medios de prueba.  
b) El derecho de defensa es salvaguardado por el hecho que la 
acusación debe ser notificada a efectos del control formal y 
material que puedan realizar las partes.  
c) Si la víctima desea constituirse en actor civil podrá hacerlo antes 
de que concluyan los diez días de plazo otorgados por la ley 
procesal para que se realicen las observaciones necesarias a la 
acusación.  
d) Las medidas de coerción pueden ser requeridas para ser 
discutidas en la audiencia de control de acusación. Sin embargo, 
cuando existan razones de urgencia, el Fiscal puede pretender 
que se discutan en una audiencia autónoma.  
5. EL ARCHIVAMIENTO EN LA INVESTIGACIÓN 
PRELIMINAR  
La Ley Orgánica del Ministerio Público Decreto Legislativo No 052 
coherente con el texto constitucional, en el artículo 94º ordinal 2do sostiene 
que: "Denunciado un hecho que se considere delictuoso por el agraviado o 
cualquiera del pueblo.....Si el Fiscal estima procedente la denuncia, puede 
alternativamente, abrir investigación policial para reunir la prueba 
indispensable o formalizarla ante el Juez Instructor. ....Al finalizar el atestado 
policial sin prueba suficiente para denunciar, el Fiscal lo declarará así;........", 
éstos son los antecedentes legislativos más importantes que tenemos para 
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apreciar como ha ido evolucionando las facultades del Fiscal a propósito de 
sus facultades "Requirientes de Justicia" cuando formaliza investigación 
preparatoria o acusa (función positiva) o como ha evolucionado su facultad 
de "Órgano Defensor de la Legalidad" cuando archiva las denuncias (función 
negativa). 
Actualmente con la vigencia del NCPP el Fiscal archiva la gran mayoría 
de denuncias no realizando en algunos casos ninguna investigación objetiva 
y relevante para llegar al Archivo de la Investigación, no cumpliendo su 
función de verdadero "Órgano de Defensor de la Legalidad", porque en 
verdad el legislador dejaba un margen de discrecionalidad muy grande al 
Fiscal, cosa muy diferente con lo que ocurre en los lugares donde se aplica 
el Código de Procedimientos penales donde la Fiscalía recibe las denuncias 
de la PNP o los particulares y más fácil es remitirlo al órgano jurisdiccional, 
para que ellos investiguen o archiven. 
Con los antecedentes legislativos que hemos hecho referencia se dejó 
un margen de discrecionalidad al Fiscal. Esta discrecionalidad se haya 
reglado conforme al nuevo sistema penal. En efecto el ordinal 1ro del 
artículo 334º del NCPP, señala puntualmente que "Si el Fiscal al calificar la 
denuncia o después de haber realizado diligencias preliminares, considera 
que..."(sic); conforme se puede apreciar el proceso penal se inicia con la 
"notitia criminal" y ésta llega a conocimiento del Ministerio Público, en cuyo 
caso el Fiscal tiene tres opciones: 
 90 
a) Califica la denuncia y puede considerar que la denuncia no tiene 
contenido penal, que la denuncia no reviste los caracteres de delito; por lo 
que puede archivar de plano, ésta es la primera oportunidad de archivo que 
le concede el legislador en el NCPP. Si bien es cierto, cuando el Fiscal 
recibe una denuncia no está en su posibilidad declarar inadmisible, por 
ejemplo, por faltar un requisito de procedibilidad o de procesabilidad a la 
denuncia, lo que tiene que hacer es disponer la reserva provisional de la 
investigación, notificando al denunciante, para que subsane la omisión, 
conforme lo permite el ordinal 4º del artículo 334º del NCPP; y 
b) Si considera que el hecho punible que se le puso en conocimiento 
tienen contenido penal, es decir, reviste los caracteres de delito, inicia los 
actos de investigación. Esta investigación tiene una duración de 20 días 
naturales que es el plazo legal, salvo que se produzca la detención de una 
persona. No obstante ello, el Fiscal podrá fijar un plazo fiscal distinto según 
las características, complejidad y circunstancias de los hechos objeto de 
investigación. Al culminar éste plazo legal o el fijado por el Fiscal, debe 
decidir si formaliza y continúa con la siguiente etapa, es decir, con la 
investigación preparatoria; o si archiva.  
En conclusión, hay solo dos momentos en el proceso penal, por el cual 
el Fiscal tiene la oportunidad de archivar una denuncia, al calificar la 
denuncia o a la culminación del plazo de investigación preliminar, y en 
ambos no existe un control jurisdiccional, pero sí esta sujeto a un control de 
plazos o tutela de derechos. 
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c) Que, el hecho denunciado ha incurrido en causa de extinción de la 
acción penal; ellas se encuentran regulados en el artículo 78º del Código 
Penal que precisa que la acción se extingue: 1) Por muerte del imputado, 
prescripción, amnistía y el derecho de gracia; 2) Por autoridad de cosa 
juzgada; y 3) En los casos que sólo proceda la acción privada, ésta se 
extingue además de las establecidas en el numeral 1) del presente, por 
desistimiento o transacción. Finalmente se extingue la acción penal por 
sentencia civil si la sentencia ejecutoriada en la jurisdicción civil, resulta que 
el hecho imputado como delito es lícito; y 
d) Que, el hecho denunciado carezca de indicios reveladores de la 
existencia de un delito; si damos una lectura restrictiva del artículo 334º del 
NCPP, el Fiscal luego de haber calificado la denuncia o después de haber 
realizado o dispuesto realizar diligencias preliminares, solo podría archivar el 
caso por los tres supuestos antes enumerados, pues no hay norma expresa 
que le faculte archivar el caso por ausencia de elementos de convicción, en 
todo caso lo que tendría que hacer es abrir investigación preparatoria, y si al 
final no; pero ello no es así si apreciamos con detenimiento las normas 









 ANÁLISIS DE CASOS DE INTERVENCIÓN 
    DE PNP EN LA ETAPA INVESTIGACIÓN 
           PRELIMINAR EN DELITOS DE 
                          PECULADO 
 
1. CARACTERÍSTICAS ESENCIALES DE LA 
INVESTIGACIÓN PREPARATORIA 
Entre las características que más resaltan en la investigación 
preparatoria, concluimos que son las siguientes: 
1.1. CARÁCTER NO JURISDICCIONAL DE LA INVESTIGACIÓN 
Una de las características de la asunción de un modelo acusatorio  
adversario es el abandono del Juez como órgano de investigación, el mismo 
que concentraba en su persona las funciones de averiguación y las de 
decisión sobre medidas restrictivas o limitativas de derechos. Como bien 
señala Binder, el Juez no puede pretender ser investigador y a la vez 
custodio de las garantías constitucionales y procesales25. 
El nuevo Código Procesal Penal separa con claridad las funciones de 
investigación penal de las decisorias. La primera estará bajo la conducción 
del fiscal y la segunda a cargo del juez. Es por ello que el artículo IV. 3 del 
Título Preliminar señala que los actos de investigación que practica el 
Ministerio Público o la Policía Nacional no tienen carácter jurisdiccional.  
1.2. FINALIDAD PREPARATORIO DE LA INVESTIGACIÓN  
                                                 
25
 Binder, Alberto. El proceso penal, programa para el mejoramiento de la administración de la 
justicia, ILANUD- Forcarp, San José de Costa Rica, 1991.  
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La investigación ha sido definida por el nuevo Código Procesal Penal 
como preparatoria, en la medida que persigue reunir los elementos de 
convicción, de cargo y de descargo, que permitan al fiscal decidir si formula 
o no acusación y, en su caso, al imputado preparar su defensa (artículo 
321º. 1).  
La nueva investigación, por ser preparatoria, no tiene por función 
probar la comisión del delito y la responsabilidad del imputado, ya que esta 
función corresponde a la fase de juzgamiento. En tal sentido, su finalidad 
concreta será determinar si la conducta incriminada es delictuosa, las 
circunstancias o móviles de la perpetración, la identidad del autor o partícipe 
y de la víctima, así como la existencia del daño causado.  
1.3. PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS Y GARANTÍAS 
FUNDAMENTALES  
Uno de los grandes avances del nuevo Código Procesal Penal respecto 
del Código de Procedimientos Penales está constituido el expreso 
reconocimiento de los derechos del imputado (art. 71º) y la víctima (art. 95º), 
los que deben ser observados por la Policía Nacional, el Ministerio Público y 
tutelado por el Juez de la Investigación Preparatoria. Para una efectiva 
protección o tutela de los derechos fundamentales del imputado, el Juez de 
la Investigación Predatoria, en su función de control de las diligencias 
preliminares que realiza la policía o la investigación formal a cargo del Fiscal, 
puede dictar las medidas de corrección o protección que correspondan 
cuando a precie que los derechos del imputado no son respetados (art. 
71º.4). 
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1.4. FLEXIBILIDAD DE LA INVESTIGACIÓN  
El nuevo Código Procesal Penal en la fase de investigación no 
pretende repetir la instrucción del modelo inquisitivo, con todos sus 
problemas de burocratización, delegación de funciones e ineficiencia; por el 
contrario, persigue un radical cambio de cultura, una nueva forma de 
investigar, nuevos paradigmas, prácticas y estrategias, acordes con el 
modelo acusatorio.  
Nada se lograría con un cambio normativo, si el Fiscal se convierte en 
un Juez Instructor y la investigación preparatoria en una instrucción, 
estaremos nuevamente frente a un amasijo de papeles cosidos sin objetivo 
alguno. Se trata de desterrar la cultura del Fiscal que va de “pesca”, es decir, 
el Fiscal que no tiene un caso pero igual persiste en acumular papeles y citar 
personas o lo que es peor, presentar acusaciones sin fundamento.  
1.5. EFICACIA DE LA INVESTIGACIÓN  
El Código Procesal Penal apuesta por un modelo de investigación no 
sólo acorde con la Constitución y las garantías reconocidas por los Tratados 
y Convenios Internacionales sobre Derechos Humanos, sino también con la 
eficacia y eficiencia que debe tener un sistema de justicia penal orientado a 
la seguridad ciudadana, es decir, que permita procesar con éxito los casos 
sometidos a su conocimiento y especialmente priorizar los casos de mayor 
trascendencia social.  
1.6. RACIONALIDAD DE LA INVESTIGACIÓN  
Con la finalidad de dotar de eficiencia a la investigación preparatoria, 
el Código Procesal Penal ha propuesto un conjunto de medidas que 
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permitan un flujo adecuado y priorización de los casos sometidos al sistema 
de justicia. Los recursos del sistema no son abundantes como para cumplir 
con prontitud el procesamiento y resolución de todos los casos penales que 
son sometidos a su conocimiento. Dicho de otro modo, el cumplimiento 
riguroso del principio de legalidad procesal en la práctica no puede ser 
observado en todos los casos, es por ello que en la actualidad muchas 
causas penales concluyen con prescripción o con sobreseimiento por 
investigaciones deficientes o insuficientes.  
2.  ROLES DE LOS OPERADORES DEL DERECHO EN 
EL PROCESO 
          2.1. ROL DEL MINISTERIO PÚBLICO 
El nuevo Código Procesal Penal ubica al Ministerio Público como uno 
de los protagonistas centrales del modelo acusatorio –adversativo. En este 
modelo es indispensable contar con un Ministerio Público y Policía Nacional 
eficaz y responsable para llevar a adelante la investigación de los delitos, 
acusar a los presuntos responsables y ejercer facultades discrecionales 
relevantes para mantener la carga de trabajo del sistema en volúmenes 
razonables. 
Lo novedoso del nuevo modelo procesal penal no es la atribución al 
Ministerio Público de la titularidad del ejercicio de la acción penal, sino 
fundamentalmente la de director de la investigación preparatoria desde su 
inicio (art. 322º. 1), titular de la carga de la prueba (art. IV.1 T.P.), y su papel 
de fuerte garantía y de control de la legalidad de las actuaciones de la 
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policía26 (art. 68º.2), todo ello es estrecha colaboración de la Policía 
Nacional.  
Concretamente el nuevo Código Procesal Penal confiere al Fiscal las 
siguientes atribuciones y deberes: 
a) Dirige y conduce la investigación preparatoria desde su inicio. 
b) Ejerce la acción pública. 
c) Ejercita la acción civil derivada del hecho punible.  
d) Actúa con independencia de criterio. 
e) Tiene el deber de la carga de la prueba.  
f) Está obligado a actuar con objetividad. 
g) Conduce y controla los actos de investigación que realiza la 
policía, la que está obligada a cumplir sus mandatos en el 
ámbito de su función. 
h) Es órgano requirente para las decisiones judiciales, tanto en 
cuanto al fondo como para la solicitud de medidas de coerción 
procesal y medidas restrictivas o limitativas de derechos. 
i) Aplica el principio de oportunidad. 
j) Propone acuerdos reparatorios.   
k) Formaliza y dispone la continuación de la investigación 
preparatoria.  
l) Deber de comunicar al Juez la formalización y la continuación 
de la investigación preparatoria.  
m) Decide la estrategia de investigación adecuada al caso.  
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 Cascini, Francisco y Cascini, Guiseppe. Nacimiento, pasión y muerte del Código Procesal Penal 
italiano de 1989.  
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n) Practica u ordena practicar los actos de investigación. 
o) Interpone los recursos que la ley establece. 
p) Emite disposiciones, las que deben ser motivadas.  
q) Garantiza el derecho de defensa del imputado y sus demás 
derechos fundamentales.  
r) Garantiza la legalidad y regulación de las diligencias. 
s) Dispone la conducción compulsiva de imputados y testigos.  
t) Archiva las diligencias preliminares y plantea el sobreseimiento 
de la investigación preparatoria.  
u) Solicita la actuación de prueba anticipada.  
v) Dispone las medidas razonables y necesarias para proteger y 
aislar indicios materiales en los lugares donde se investigue un 
delito, a fin de evitar la desaparición de los mismos.  
2.2. ROL DEL JUEZ 
En un modelo acusatorio–adversarial la función del Juez en la 
investigación preparatoria debe ser la de garante del debido proceso, no sólo 
de cara a la correcta aplicación de la ley, sino esencialmente el respecto a 
los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución.  
Ciertamente, uno de los grandes cambios que trae el nuevo modelo 
procesa es la separación de las funciones de persecución penal de las de 
decisión; la primera está a cargo del Fiscal y la segunda a cargo del Juez de 
la Investigación Preparatoria (art. IV T.P.). La eliminación de la confusión 
entre el poder de investigador y poder decidor, ha dado lugar a la creación 
de un órgano tercero e imparcial para que se ocupe, por un lado, del control 
de la actividad desarrollada por el Ministerio Público, y por otro, para conocer 
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de los incidentes preliminares (adopción de medidas de coerción procesal, 
por ejemplo)27. 
En ese sentido, el nuevo Código Procesal Penal confiere un rol 
importante al Juez de la Investigación Preparatoria que afirma el modelo 
acusatorio –adversativo y que garantiza la constitucionalidad y legalidad de 
la investigación, para lo cual el art. 323º le otorga las siguientes atribuciones:  
a) Autorizar la constitución de las partes (arts. 102º y 111º). 
b) Pronunciarse sobre las medidas limitativas de derechos que 
requieran orden judicial y –cuando corresponda –las 
medidas de protección (arts. 203º y 255º). 
c) Resolver las excepciones, cuestiones previas y 
prejudiciales (art. 8º). 
d) Realizar los actos de prueba anticipada (art. 242º). 
e) Controlar el cumplimiento del plazo en las condiciones 
fijadas en el Código (art. 343º. 2).  
2.3. ROL DE LA POLICÍA NACIONAL  
En el diseño del rol de la policía dentro del modelo acusatorio–
adversarial, el Código Procesal Penal ha seguido lo previsto en el artículo 
159º de la Constitución, en armonía con la función de investigación asignada 
a la policía en el artículo 166º de nuestra Ley Fundamental. Es decir, que si 
bien actualmente, en los hechos, la Policía Nacional realiza por sí o por 
orden del Fiscal labor investigativa de los delitos; no es menos cierto que, tal 
actividad no se encuentra claramente definida ni tampoco sus relaciones con 
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el Ministerio Público, a pesar de los esfuerzos de su regulación por la Ley Nº 
27934.  
Por ello, el nuevo Código Procesal Penal se encarga de definir 
claramente las funciones y posición de la Policía en la investigación 
preparatoria.  
a) Su actividad investigativa no tiene carácter jurisdiccional 
(art. IV.3 T.P.), por ende no puede pretender que las 
diligencias que practica, salvo las de carácter irreproducible, 
puedan fundar una declaración de culpabilidad.  
b) Está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio Público 
en el ámbito de su función (art. 60º.2). Sus actos de 
investigación son controlados jurídicamente por el Fiscal 
(art. IV. 2 T.P.). 
c) Es un órgano de apoyo al Ministerio Público en su función 
de investigación (art. 67º. 2). 
d) En su función de investigación debe tomar conocimiento de 
los delitos y dar cuenta inmediata al Fiscal, sin perjuicio de 
realizar las diligencias de urgencia e imprescindibles para 
impedir sus consecuencias (art. 67º.1). 
e) Realizar por orden del Juez la investigación preliminar en 
los delitos dependientes de instancia privada o sujetos al 
ejercicio privado de la acción penal (art. 67º.1). 
f) Realiza las diligencias preliminares que le encargue el 
Fiscal (art. 322º.1). 
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g) Ejerce las atribuciones que le confiere el art. 68º.1 para 
efectos de cumplir con su función de investigación, bajo la 
conducción del Fiscal.  
h) Respetar en la actuación de las diligencias preliminares las 
garantías y formalidades previstas (art. 68º. 2).  
i) Instruir de sus derechos al imputado y respetarlos.  
j) Facilitar al imputado y su defensor el conocimiento de las 
diligencias que se practiquen (art. 68º.3). 
  
3. ANÁLISIS DE CASOS DE LA POLICÍA EN LA 
INVESTIGACIÓN PRELIMINAR EN DELITOS DE 
PECULADO EN LA REGIÓN CUSCO 
En el trabajo de investigación, se ha tenido acceso a la 
documentación que obra en la las dependencias policiales y que forman 
parte de la capeta Fiscal de la Región Cusco. Para ello se ha considerado 
las investigaciones de los años 2011 y 2012. Del universo total de 50 casos 
se ha tomado al azar como muestra 35 casos de delitos contra el patrimonio 
en su modalidad de peculado y otros. Estas investigaciones en la etapa 
preliminar estuvieron a cargo de la PNP por encargo del Ministerio Público y 
se resolvieron satisfactoriamente. En el análisis de casos se tuvo en cuenta 
tanto los delitos cometidos por los alcaldes provinciales como distritales.  
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CUADRO Nº 1 
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     Fuente: del autor. 
 
De los casos analizados sobre delitos de peculado y otros, cometidos 
por funcionarios públicos investigados por la Policía Nacional por disposición 
del Fiscal, se tiene que, mayoritariamente han sido esclarecidos 
satisfactoriamente en la etapa de la investigación preparatoria 41 %del total 





De los casos analizados sobre delitos de peculado y otros, cometidos 
por funcionarios públicos investigados por la Policía Nacional por disposición 
del Fiscal, se tiene que, mayoritariamente han sido esclarecidos 
satisfactoriamente en la etapa de la investigación preparatoria. 
SEGUNDA: 
Como en los casos materia de análisis, entre muchas otras funciones 
que desempeña la Policía Nacional del Perú, es que, se ha constituido en 
insustituible en brazo derecho y aliado en la lucha contra la criminalidad 
durante la etapa de la investigación preliminar a cargo del Fiscal, pues, pone 
de manifiesto sus conocimientos de criminalística, investigación del delito y 
persecutor de quienes delinquen. 
TERCERA: 
En el diseño del rol de la policía dentro el modelo acusatorio 
adversarial, del Nuevo Código Procesal Penal, ha seguido lo previsto en el 
artículo 159º de la Constitución, en armonía con la función de investigación 
asignada a la Policía Nacional en el artículo 166º de nuestra Carta 
Fundamental, es decir, la función de la Policía, sus actos de investigación 






La Policía Nacional realiza por sí o por orden del Ministerio Público 
labores de investigación de los delitos, sin embargo, su activad investigativa 
no tiene carácter jurisdiccional, por ende, no puede pretender que las 
diligencias que lleva a cabo, salvo las de carácter irreproducible, puedan 
fundar una declaración de culpabilidad. En todos los casos, la Policía está 
obligada a cumplir los mandatos del Fiscal en el ámbito de su función. Sus 
actos son controlados jurídicamente por el Fiscal.  
QUINTA: 
La Policía Nacional es una institución de apoyo al Ministerio Público en 
sus tareas y funciones de investigación. En su función de investigación debe 
tomar conocimiento de los delitos y dar cuenta inmediata al Fiscal, sin 
perjuicio de realizar las diligencias de urgencia e imprescindibles para 
impedir sus consecuencias. Asimismo, realiza por orden del Juez la 
investigación preliminar en los delitos sujetos al ejercicio privado de la acción 
penal.  
SEXTA: 
La Policía Nacional ejerce las atribuciones que le confiere el artículo 
68º.1 del NCPP para efectos de cumplir con su función de investigación, 
bajo la conducción del Fiscal; asimismo está obligada a cumplir en la 







Como ya se ha manifestado anteriormente las causas de la 
deficiencia del trabajo en equipo entre la Policía Nacional del Perú y el 
Ministerio Publico en el Departamento del Cusco se deben a las diferencias 
irracionales entre estas instituciones. Pues los miembros de la Policía 
Nacional consideran que la nueva norma procesal penal, puesta en marcha, 
les resta atribuciones, y los pone por debajo del fiscal. Y por otro lado, de 
manera lamentable algunos fiscales desubicados en la función que les toca 
desempeñar, según el nuevo modelo, mal interpretan el espíritu de la norma 
procesal penal, y consideran erróneamente al policía como un subalterno de 
su labor, al cual pueden impartir órdenes de forma despectiva y dictatorial, 
sin el respecto profesional que se merece el miembro de la Policía Nacional, 
bajo el Cliché de que son los directores de la investigación.  
Otra de las causas que genera la deficiencia en el trabajo en equipo 
entre la Policía Nacional del Perú y el Ministerio Publico, está dada por la 
mentalidad arraigada en el anterior sistema penal, como el de la reverencia y 
pleitesía a la escrituralidad, que aun sufren muchos de los magistrados del 
Ministerio Público, que requieren en todo momento para la coordinación de 
toda diligencias que se haga con la policía, de comunicaciones escritas, 
escrituralidad que torna en tardías y burocráticas las actuaciones que se 
deban actuar en la etapa de investigación preliminar, las que se caracterizan 
por ser de suma urgencia, y que solo pueden ser coordinadas por teléfono u 
otro medio de manera rápida. La decidía y la falta de profesionalismo por 
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parte de algunos miembros de la Fiscalía como de la Policía, que en lugar de 
limar asperezas se enfrascan en sus propios intereses o en lo que conviene 
de forma egoísta a su institución, con poca visión de objetivos altruistas y 
justos, que busquen el bienestar general de la población, los que hacen que 




 Es urgente y muy necesario que los operadores del sistema, en 
particular Ministerio Público y Policía Nacional se esfuercen por generar 
confianzas recíprocas ya que el éxito del caso que investigan dependerá de 
la fluidez, veracidad, integridad y oportunidad de la información que 
recíprocamente se proporcionen, con el fin de configurar las necesarias 
coordinaciones, tácticas y estrategias que permitan el trabajo efectivo, en 
pos de un mismo norte, la persecución penal eficiente y eficaz.  
 Es necesario que en el Departamento del Cusco, la capacitación 
comprenda reuniones de coordinación conjuntas entre Policía Nacional y 
Ministerio Público, en donde se deben exponer de manera transparente los 
problemas de dichas instituciones y de sus funcionarios, con el objeto de 
lograr modos y guías de actuación conjunta que permitan una colaboración 
estrecha entre todos ellos, sin la cual el nuevo sistema no producirá fruto 
alguno. 
 Deberá dejarse de lado algunas actitudes o posturas evidentes de 
excesiva autoridad para pretender demostrar quién manda a quien en 
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materia de investigación, que lejos de acercar, distancia aún más a los 
actores mas importantes del nuevo sistema.  
 Por último, de estas reuniones de coordinación, cursos y conferencias 
que se realicen deben emerger tanto rutinas de organización como procesos 
operativos comunes para operadores del nuevo sistema. Inclusive se podría 
recomendar la realización de talleres, para lograr una aproximación entre 
ambos órganos estatales y diseñar un Manual Operativo que contribuya a 
una actuación y colaboración eficiente de ambas Instituciones en la labor 
común que representa la persecución penal a partir de la investigación del 
delito.   
 
TERCERO ; 
Del mismo modo, para una mejor labor de investigación por parte de la 
Policía Nacional es necesario realizar lo siguiente: 
 Implementar con una adecuada infraestructura a los Policías que 
realizan labores de investigación. 
 Equipar con aparatos logísticos (equipos de cómputo, impresoras, útiles 
de escritorio, Base de datos de REQUISITORIAS, RENIEC, SUNAT, 
SUNARP, OSCE y otros). 
 Capacitar en forma permanente a la Policía Nacional con cursos 
institucionales, así como con cursos extra institucionales (Ministerio 
Público, Contraloría General de la República, OSCE, otros).  
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